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Señor Secretario: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión lnteramericana 
de Derechos Humanos con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte 
lnieramericana de Derechos Humanos, el caso No. 12.724, Allan R. Brewer Garfas de la 
República Bolivariana de Venezuela (en adelante "el Estado de Venezuela", "el Estado 
venezolano" o "Venezuela"), relacionado con la falta de garantfas judiciales y protección 
judicial en el proceso seguido al abogado constitucionalista Allan R. Brewer Carias por el 
delito de conspiración para cambiar violentamente la Constitución, en el contexto de los 
hechos ocurridos entre el 11 y el 13 de abril de 2002, en particular, su supuesta 
vinculación con la redacción del llamado "Decreto Carmona" mediante el cual se 
ordenaba la· disolución de los poderes públicos y el establecimiento de un "gobierno de 
transición democrática". 

La Comisión concluyó en su informe de fondo que el hecho de que el proceso 
penal seguido contra Allan Brewer Carias estuviera a cargo de tres jueces temporales 
durante la etapa preliminar constituia en sf misma una violación a las garantfas judiciales 
en el caso concreto. Asimismo, la Comisión consideró que en este caso se afectaron las 
garantfas de independencia e imparcialidad del juzgador y el derecho a la protección 
judicial, teniendo en cuenta que uno de los jueces temporales fue suspendido y 
reemplazado dos dfas después de presentar una queja por la falta de cumplimiento de 
una orden emitida por él que ordenaba el acceso del imputado a la totalidad de su 
expediente, sumado a la normativa y práctica respecto del nombramiento, destitución y 
situación de provisionalidad de los jueces en Venezuela. Finalmente, la Comisión 
consideró que la imposibilidad de la vrctima de acceder al expediente en su totalidad y 
sacar fotocopias, configuró la violación al derecho a contar con los medios adecuados 
para la preparación de la defensa, 
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El Estado depositó el instrumento de ratificación de la Convención Americana 
sobre Derechas Humanos el 9 de agosta de 1977 y aceptó la jurisdicción contenciosa 
de la Corte el 24 de junio de 1981. En ese sentido, los hechos debatidos en el caso se 
encuentran comprendidos dentro de la competencia temporal de la Corte 
lnteramericana. 

La Comisión ha designado al Comisionado Felipe González y al Secretario 
Ejecutivo de la CIDH Santiago A. Cantan, como sus delegados. Asimismo, Elizabeth 
Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, Tatiana Gas, Lilly Ching y Karin Mansel, 
abogadas ele la Secretarfa Ejecutiva de la CIDH, actuarán como asesoras legales. 

De conformidad con el articulo 35 del Reglamento de la Corte lnteramericana, la 
Comisión adjunta copia del informe 171/11 elaborado en observancia del articulo 50 de 
la Convención, asf como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión 
lnteramericana (Apéndice 1) y los anexas utilizados en la elaboración del informe 171/11 
(Anexos). La Comisión adoptó el Informe de Fondo W 171/11 el 3 de noviembre de 
2011 y lo transmitió al Estado el 7 de diciembre de 2011, otorgándole un plazo de dos 
meses para que informara sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las 
recomendaciones respectivas. El 7 de febrero de 2012, el Estado presentó una 
comunicación que no aportó Información sobre el cumplimiento de las recomendaciones 
formuladas por la Comisión, sino cuestionó las conclusiones del Informe de Fondo, con 
base en argumentos planteados a lo largo de la tramitación del caso y que fueron 
oportuna y debidamente analizados. 

La Comisión somete el presente caso a la jurisdicción de la Corte lnteramericana 
por la necesidad de obtención de justicia para la vfctima, debido a la naturaleza y 
gravedad de las violaciones comprobadas, y ante el incumplimiento de las 
recomendaciones por parte del Estado. 

La Comisión lnteramericana somete a la jurisdicción de la Corte la totalidad de 
los hechos y violaciones de derechos humanos descritos en el Informe de Fondo 
171/11, y solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad internacional del 
Estado de Venezuela por: 

la violación de los derechos contemplados en los artrculos 8 y 2.5 de la 
Convención Americana, en relación con sus articulas 1 .1 y 2, en perjuicio de 
Allan R. Brewer Carlas. 

En consecuencia, la Comisión solicita a la Corte lnteramericana que disponga las 
siguientes medidas de reparación: 

1. Adoptar medidas para asegurar la independencia del poder judicial, 
reformando a fin de fortalecer los procedimientos de nombramiento y 
remoción de jueces y fiscales, afirmando su estabilidad en el cargo y 
eliminando la situación de provisionalidad en que se encuentra la gran 
mayorla de jueces y fiscales, con el objeto de garantizar la protección y 
garantfas judiciales establecidas en la Convención Americana. 

2. En el caso de que el proceso penal contra Allan Brewer Carlas 
avance, poner en práctica las condiciones necesarias para asegurar que la 
causa sea llevada conforme las garantfas y los estándares consagrados en 
los articulas 8 y 25 de la Convención Americana. 
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3. · Reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos 
declaradas en el presente ·informe tanto en el aspecto material como moral. 

Asimismo, la Comisión advierte que este caso contiene elementos de orden 
público Interamericano ya abordados por el sistema de protección de derechos humanos 
en relación con el principio de independencia judicial consagrado en el articulo 8.1 de la 
Convención Americana. La Comisión considera que este caso permitirá a la Corte 
retomar su jurisprudencia en relación con la provisionalidad del Poder Judicial en 
Venezuela pero desde otra perspectiva, esto es, en cuanto al derecho a garantfas y 
protección judicial de una persona acusada penalmente. 

En este sentido, en virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante 
el orden público Interamericano, de conformidad con el articulo 35.1 f) del Reglamento 
de la Corte lnteramericana, la Comisión se permite solicitar el traslado, en lo pertinente, 
de las declaraciones de Antonio Canova González, en el caso Chocr6n Chocr6n vs. 
Venezuela, José Luis Tamayo Rodrfguez y Alberto Arteaga Sánchez, en el caso Reverón 
Trujillo vs. Venezuela, y Param Cumaraswamy y Jesús Marra Casal Hernández, en el 
caso caso Apitz Barbera y otras ("Corte Primera de lo Contencioso A dminístrativo ") vs. 
Venezuela, quienes se refirieron a los temas de orden público referidos. Asimismo, la 
Comisión se permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 

1. José Zeitune, quien se referirá a estándares internacionales aplicables al 
impacto de la provisionalidad de jueces y fiscales en relación con el principio da 
independencia judicial, el debido proceso y las garantfas judiciales de las personas 
sometidas a proceso penal, en particular en el contexto de una acusación penal donde 
se debaten cuestiones con contenido polftico. 

El currfculum vitae del perito propuesto seré incluido en los anexos al informe de 
fondo 171111. 

Finalmente, el abogado que actuó como peticionario ante la Comisión y sus 
datos son: 

 
 

 
 

 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 
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l. RESUMEN 

INFORME No. 171/111 

CASO 12.724 
FONDO 

· ALLAN R BREWER CAR[AS 
VENEZUELA 

3 de noviembre de 2011 

1. El 24 de enero de 2007 la Comisión lnteramerlcana de Derechos Humanos (en 
adelante también "la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición presentada por Pedro Nilcken, Héllo 
Bicudo, Claudia Grossman,. Juan E. Méndez, Douglass Cassel y Héctor Faúndez Ledesma (en 
adelante "los peticionarlos"), en la cual se alaga que la República Bolivariana de Venezuela (en 
adelante "el Estado"! es rásponeyable por le persecución polftica del abogado constltucionallsta Allan 
R. Brewer Carras (en adelante "la presunta vfctima") en el marco de un proceso judicial en su contra 
por el delito de conspiración para cambiar violentamente la Constitución, en el contexto de los 
hechos ocurridos entre el 11 y el 13 de aiJrll de 2002. 

2. El 8 de septiembre 'de 2009 la Comisión declaró admisible el reclamo sobre la 
presunta vlolación de los derechos protegidos en los artfculos 2, 8, 13 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humimos (en adelante "la Convención Americana" o "la Convención") en 
relación con las obligaciones establecidas en su artfculo 1.1. 

3. En la etapa de fondo, los peticionarlos alegaron que el Estado es responsable P()r la 
violación de los artfculos 2, B, 13 y 25 de la Convención en relación con las obligaciones 
establecidas en su articulo 1'.1, en perjuicio de Allan R. Brewer Carfas. Por su parte, el Estado . 
sostuvo que no es responsable por las violaciones alegadas dado que Allan .Brewer Carfas se 
encuentra prófugo, razón por la cual hO se puede continuar con el proceso penal en el que podrle 
interponer recursos Internos en defensa de sus derechos. · 

4. Tras anali<ar los fundamentos de hach.o y de derecho presentados por las partes, la 
Comisión concluye que el Estado es responsable por la violación de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana, en relación can las obligaciones establecidas en sus artfculos 1.1 y 2, en 
perjuicio de Allan R. Brewer Carfas y que no· es responsable por la violación del artfculo 13 del 
mismo Instrumento. 

11. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD No. 
97/09 

· 5. Tras completar el trámite de admisibilidad de la Petición No. 84/07 la Comisión 
declaró la petición admisible mediante la adopción del Informe 97/092• Seguidamente, de 
conformidad con lo previsto en el articulo 37,2 de su Reglamento vigente, procedió a registrar la 
petición bajp el número de caso 12.724. El Informe 97/0g fue notificado a ambas partes mediante 
comunicación de fecha 25 de septiembre de 2009. En esa oportunidad, la Comisión solicitó a los 
peticionarlos que presentaran sus alegatos sobre el fondo del asunto, dentro del plazo de dos meses 
establecido en el artfculo 38.1 de su Reglamento vigente, y ofreció sus buenos oficios para una 
posible soluc!On amistosa. 

1 Conforme e lo dlapueeto en el artroulo 17.2 del Reglam(:lnto de la Comisión, la Comisionada Luz P¡:¡trlola Mejfa 
~uerrero, da nacionalidad venez.olana,.no participó en el debate nl ert la declalón del presente caso~ 

2 CIDH, Informe ·No.97/09, Petición 84-07, Admialbfltdad, Afian R. Brewer Carfaa, Venezuela, 8 de septiembre de 
2009. 
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6. · El 23 de octubre 'de 2009 los peticionarios manifestaron su disposición a aceptar el 
ofrecimiento de la Comisión respecto del procedimiento de solución amistosa, escrito que fue 
trasladado al Estado con un mes da plazo para sus observaciones el 28 de octubre de 2009. El 17 
y 30 de noviembre de 2009 el Estado y los peticionarios, re~pectlvamente, presentaron sus alegatos 
sobre el fondo. El Estado no se pronunció sobre el procedimiento de solución amistosa. El 8 de 
diciembre siguiente el escrito de los peticionarios fue trasladado al Estado para la presentación da 
sus observaciones dentro de un plazo de dos meses. El 1 7 de febrero de 201 O el Estado presentó 
observaciones adicionales. Los escritos estatales da 17 de noviembre de 2009 y 17 de febrero de 
201 O fueron trasladados a los peticionarlos el 19 de febrero de 201 O para sus obsorvacionas. 
Asimismo, el 19 de febrero la CIDH trasladó, para las observaciones del Estado, un escrito 
presentado por los peticionarios el 1 B de ·febrero de 201 O. 

7. El 6 de abril de 201 O los peticionarlos presentaron observaciones adicionales, las que 
fueron trasladadas al Estado para su conocimiento el 9 de abril de 201 O. El 5 de mayo de 2011 los 
peticionarlos enviaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento el 
1 O de mayo siguiente. · 

111. POSICIONES OE lAS PARTES SOBRE EL FONDO 

A. Posición do los peticionarios 

1. Contexto 

8. Los peticionarios alegan que entre diciembre de 2001 y abril de 2002 se produjo una 
intensa movilización social de protesta contra d!ver~as polfticas del Gobierno del Presidente Hugo 
Chávez Frias. Indican que al 11 de abril 'de 2002 los comandantes de la Fuerza Armada 

· manifestaron desconocer la autoridad del Presidente de la República. y al dia slguienta el General 
Luces Rincón Informó a la población que se solicitó al Presidente de la República la renuncia a su 
cargo, la cual aceptó. 

9. Los peticionarlos alegan que en la madrugada del 12 da abril de 2002 Pedro Carmona 
Estanga, uno de los lfderes de las protestas civiles, se comunicó con Allan Brewer Carias' y envió un 
vehfculo para que lo recogiera en su residencia. Indican que Brewer Carias fue llevado al "Fuerte 
Tluna", sede del Ministerio de Defensa y de la Comandancia General del Ejército. Indican qua allf 
fue recibido por dos abogados qua le mostraron un borrador del decreto, más tarde conocido como 
el "Decreto Carmona", mediante el cual se ordenaba la disolución de los poderes públicos· y el 
establecimiento de un "gobierno de transición democrática". 

1 O. Sostienen que hacia el mediodía Allan Brewer Carfas se trasladó al Palacio de 
Miraflores para manifestar personalmente a Carmona Estanga su rechazo al documento por apartase 
del constltuclonallsmo y violar la Carta Democrática lnteramerlcana. Indican que, sín embargo, 
debió hacerlo por teléfono. Ese mismo dfa, Pedro Carmona Estanga habria anunciado la disolución 
de los poderes públicos y el establecimiento de un "gobierno de transición democrática", entre otras 
medida~. Señalan que el anuncio da "golpe contra la Constitución" provocó reacciones que 
co.ndujeron a la reinstalación de Hugo Chávez en le Presidencia de la República, el 13 de abril de 
2002. 

3 los petiolonarlos sefialan qua Al!an Brewer Carfas ea un jurista da oonoclda trayectoria en ef derecho 
conatltuctonal, la detenso de la democraola, el Estadq de Derecho, los derechos humanos y que habfa m.anlfa.stado fuattse 
crftlcas frente a una serie de dec.Jslone& adoptadas mediante decretos det Poder Ejeoutlv·o en Venezuela. 
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11. Seftalan que posteriormente, los medios de comunicación especularon sobre la 
presencia de Allan Brewer Garfas durante la madrugada del·12 dB abril de 2002 en "Fuerte Ti una" y 
lo señalaron como autor Intelectual o redactor del llamado "Decreto Garmona". Indican que dichas 
especulaciones fueron desmentidas públicamente por Allan Brewer Carfas4

• 

12. Manifiestan que la Asamblea Nacional designó una "Comisión Parlamentaria Especial 
para Investigar los sucesos de abril de 2002". En su Informe de agosto de 2()02 esta Comisión 
Especial habrfa exhortado al Poder Ciudadano a investigar y determinar las responsabilidades de 
ciudadanos "quienes, sin estar investidos de funciones públicas, actuaron en forma activa y 
concordada en la conspira~lón y golpe de Estado". La lista de ciudadanos a ser Investigados 
incluirla a Allan Brewer Garfas "por estar demostrada su participación en la planificación y ejecución 
del Golpe de Estado" . 

. 2. Hechos alegados en relación con el proceso judicial 

13. Los peticionarios alegan que entre el 2002 y el 2005 el menos cuatro fiscales 
provisorios Investigaron los hechos que rodearon la redacción del "Decreto Carmona", entre otros 
hechos relacionados con los ev.entos que se produjeran entre el .1 1 y el 13 de abril de 2002. 
Señalan que, en primer término, la Investigación estuvo a cargo del Fiscal provisorio José Benigno 
Rojas, quien no formuló Imputaciones. Indican q~e éste fue sustituido por el Fiscal prQvisorio Danllo 
Anderson quien tampoco formuló Imputaciones y ulteriormente fue asesinado en noviembre de 
2004. Subsigulentemente, Luisa Ortega Dfaz, Fiscal Provlsoria Sexta del Ministerio Público a Nivel 
Nacional con Competencia Plena (en adelante también la "Fiscal Provisional Sexta")', asumió la 
Investigación y formúló un número de imputaciones'. Alegan que, desde entonces, el patrón de 
conducta, tanto del Ministerio Público como de los jueces provisorios que han visto la causa, ha sido 
el de valorar los aspectos de la prueba que puedan contribuir a condenar a Allan Brewer Garfas y 
descartar aquellos aspectos que compr~eban su Inocencia. 

14. Los peticionarlos alegan que durante la etapa lnvestlgatlva; los defensores de Allan 
Brewar Garfas no·pudieron obtener copla de las actuaciones, sino que sólo se les permitió transcribir 
a mano. las distintas piezas del expediente. Alegan por lo tanto que se los privó de tiempo y 
condiciones razonables para su. defensa'. Sostienen qua (jurante la revisión del expediente, Allan 
Brewer Garfas encontró que los textos transcritos en el acta da Imputación fiscal no se 
correspondfan con el contenido de los videos considerados como prueba. En vista de lo imterior, se 
solicitó a la Fiscal provlsoria la realización de una transcripción técnica especializada del contenido 
de todos los videos con entrevistas a periodistas, utilizados como elementos probatorios en la 
Imputación fiscal. La solicitud fue denegada· el 21 de abril de 2004 con fundamento en que "nada 
aportarfa a la investigación". 

4 l.os peticionarlos manifiestan qua asf lo hizo en las slguientes ruedas de prensa: Atlan Brewsr Carlas responda a 
las acusaciones: No redBctlJ el deCreto de Carmone Estanga reseña por Ana Datnells Guz.mén, El Globo, Caracas, 17/4/02; 
pág. 4. B abogado de$miente haber rsdactado e-cta constltut/va de gobítm'¡á trBflsitor(o; Srewer Carlas ~e desmarca de Pedro 
Carmomt EGtanga, rasefia por Feliz Gon:dilez Roa Notlterde, Valencia, 1 7/4102r pág. 1 S. 8rewer Carlas; no sé quién redoctó 6/ 
decreto Catmoiuh resefia por Jaime Granda, El Nuevo Pafs, 17/04/02, pág. 2. Alhm R. Brewer Carft~s En m/ piTJpfa defensa, 
ResptJesta preperFJda con la asi6tencls de mis defensores Rafael Oclremán y León Hsnrlqi.Je Cottíb corrtra la Infundada 
acusación fisóal {Jóf &! supussto deJito de conspiración, Editorial Jurfdica Venezolan-a, Ctuaoas, 2008, pég, 192, entre otros. ·. 

5 Alegan que a esta Fiscal, y a otros diez fiscales, s~ les habrfan asignado todos los procesos sobre disidentes 
po!ft:loo$, Actualmente Luisa Ortega Of.az. se desempeñarra como Fiscal General de le. Repdbllo.a. 

6 Alegan que esta fiscal habrí~:~ sido posterlormanta sustituida por la Fiscal María Alejandra Pérez. 

7 Los patíoionarios señalan que actúalmente el proceso se encuentra ante el Juzgado 2.5 da Control, ante el cual la 
defensa sf tiene acceso a los expadiel)tes. Sin embargo, consideran qua la taita de aoceso en le f~ee IMvestlgatlva fue un 
gravamen Irreparable. 
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15. Alegan asimismo que el 21 de abril de 2004 la Fiscal Sexta rechazó los testimonios 
de Nelson Mezerhane, Nelson Socorro, Yajaira Andueza, Gualcaipuro Lameda y Lsopoldo Baptista, 
ofrecidos por la defensa, con fundamento en que se trataba de testigos referenciales .cuyas 
declaraciones carecfan de valor probatorio a la luz de la normativa vigente. 

· 16. 'indican que el 27 de enero de 2005 la Fiscal Provlsorla Sexta formuló imputación 
fiscal contra Allan Brewer Garras por el delito de conspiración para cambiar violentamente la 
Constitución mediante la redacción del Decreto Carmona. Alegan que ésta se basó en la denuncia 
del Coronel del Ejército en servicio Ángel Bellorln que indicaba como un hecho notorio 
comunlcacional reiterado y por todos conocido a través de los diversos medios de comunicación que 
Allan Brewer Garfas, conocido como experto· en materia constitucional, sería uno de los autores de 
dioho decreto. 

17. Manifiestan que el proceso en el cual está· Incluida la causa contra Allan Brewar 
Garras fue asignado inicialmente a Josefina Gómez Sosa, Jueza Temporal Vigésimo Quinta de 
Control (en adelante "Jueza Temporal Vigésimo Quinta"). A solicitud de la Fiscal Sexta, la Jueza 
Temporal Vigésimo Quinta decretó la prohibición de salida· del país de varios ciudadanos 
investigados por su presunta participación en los hechos. Dicha orden fue apelada ante la Sala Diez 
de la Corte de Apelaciones. El 31 de enero de 2005 la Sala de'Apalaclones dictó la revocatoria de 
la orden da prohibición de salida del pars. El 3 de febrero de 2005 la Comisión Judicial del Tribunal 
Supremo de Justicia suspendió de su cargo a !os jueces da la Corte da Apelaciones que votaron por 
la nulidad de la decisión apelada, asr como a la Jueza Temporal Josefina Gómez Sosa, por no haber 
motivado suficientemente la orden de prohibición de salida del pars. La Jueza Gómez Sosa fue 
sustituida por el Juez de Control Manuel Bognanno, también tempor~l. Alegan que éste fue 
suspendido de su cargo el. 29 de junio de 2005 tras afielar, el 27 de junio de 2005, al Fiscal 
Superior sobre alegadas 'irregularidades en la investigación conducida por la Fiscal Provisional Sexta. 

18. Los peticionarlos señalan que el 4 de mayo de 2005 la defensa solicitó al Juez 
Temporal Vigésimo Quinto la exhibición de todos los videos, la admisión da los testimonios· 
ofrecidos y el acceso e las coplas del expediente. En respuesta el juez ordenó a la Fiscal Provisional 
Sexta perm)tir a la defensa el acceso total· al expediente y los videos que guardaren en relación con 
la causa. Sin embargo, decidió que no le correspondla pronunciarse sobre la pertinencia da los 
testimonios ofrecidos por la defensa. El 16 de mayo de 2005 la' defensa apeló ante la Corte de 
Apelaciones la decisión d~l Juez Temporal VIgésimo Quinto de no pronunciarse sobre la pertinencia 
de los testimonios ofrecidos. 

19. Asimismo, indican que la defensa promovió la consideración de la ficha migratoria de 
Allan Brewer Garfas como prueba para demostrar que durante las semanas que precedieron al 12 de 
abril de 2002 éste se encontraba fuera del pars, por lo que no pudo habar ·conspirado para cambiar 
violentamente la Constitución. Indican que el 9 de mayo de 2005 la Fiscal Provisor! a Sexta rechazó 
la prueba por considerarla Innecesaria. 

20. Seftalen que el 30 de mayo de 2006 la Flscalfa Sexta solicitó la declaratoria de 
nulidad da la decisión del Juez Temporal Vigésimo Quinto de otorgar acceso total al expediente, con 
fundamento en qua el escrito presentado por la defensa no le hebra sido notificado, por lo cual no 
habra tenido la oportunidad de ·da·fenderse. El 6 de julio da 2005 la Corte de Apelaciones declaró 
nula la decisión del Juez Temporal VIgésimo Quinto de no pronunciarse sobre la pertl.nencla da los 
testimonios ofrecidos y ordenó que otro juez de control se pronunciara respecto del escrito de la 
defensa. El 10 de agosto cte·2005 la defensa presentó un escrito ante al Juez Temporal Vigésimo 
Quinto insistiendo en la admisión de los testimonios ofrecidos y .en el cumplimiento de la deCisión de 
la Corte de Apelaciones. · 
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21. Agregan que el 30 de septiembre de 2005 la defensa presentó un escrito de 
promoción da pruebe entlolpada de declaración de Pedro Carmona Estanga ante al Juez Temporal 
Vigésimo Quinto. El 20 de octubre da 2005 la solicitud tus declarada lmpcooedente con 
fundamento en que Pedro Carmona Estanga también se encontraba Imputado en la cat~sa por lo que 
su declaración no tendría valor probatorio. Indican que: promovieron por segunda vez la declaración 
de Pedro Carmona; que ésta fue denegada por el mismo juez; que presentaron recusación en su 
contra por haber emitido opinión nuevamente sobre la misma cuestión; y que la recusación fue 
denegada con fundamento en que el juez no había emitido pronunciamiento sobre la culpabilidad o 
inocencia de Allen Brewer Carlas. Sefialan que finalmente presentaron le declaración de Pedro 
Carmona por escrito y que ésta habría sido "igf!orada" por el juez. Asimismo, sostienen que se citó 
un párrafo del libro de Pedro Carmona Estange en la acusación de Allan Brewer Carías sin tomar en 
cuenta otro párrafo del mismo libro en el que Pedro Carmona señala que nunca le habla atribuido la 
autorfa del Decreto en cuestión. 

22. Señalan que por decisión discrecional y arbitrarla de la Fiscal Provisor! a Sexta, no se 
permitió a la defensa de Allan Brewer Carías estar presente en el interrogatorio de Jos testigos 
llamados a declarar ante ella. Indican que en algunos casos la Fiscal admitió preguntas por escrito, 
pero que no fue posible presentarlas en el caso de testigos sobrevenidos en el curso de la 
investigación que declararon en secreto. Especfficamente señalan que el 5 de octubre de 2005 se 
necibió el testimonio del General Lucas .Rincón, sin que la defensa hubiere sido convocada o 
notificada. 

23. Alegan que no se tomó en cuenta el testimonio ofrecido por el perlodls·ta y político 
Jorge Olavarrfa en sustento de le Inocencia da Allan Brewer Carfas y que por el contrario éste fue 
considerado para fundamentar su acusación. M"'nlflestan que el 21 de octubre de 2005 la Fiscal 
Provisional Sexta tonmalizó la acusación contra Allan Brewer Carías y· el proceso pasó a etapa 
intermedia. Dicha decisión fue apelada por la defensa ante la Corte de Apelaciones el 28 de octubre 
de 2005, La apelación fue denegada el 1 ° da diciembre de 2005. Agregan que el 8 de noviembre 
da 2005 la defensa Interpuso una acción de nulidad de todo Jo actuado con fundamento en 
vioiaclones a !as garantfas judiciales, que dicha solicitud aún no ha sido resuelta y que el proceso se 

·encuentra en fase Intermedia. · 

24. Los peticionarlos Indican que Brewer Carfas participó en el proceso de manéra 
presencial hasta el 28 de septiembre de 2005, fecha en la cual se ausentó de Venezuela. Seftalan 
que el 26 .de ·octubre de 2005 la defensa de Allan Brewer carras solicitó al Juez Temporal VIgésimo 
Quinto que se garantizara su derecho a ser juzgado en libertad' y la declaratoria anticipada de la 
improcedencia de su privación de libertad durante el juicio, por tratarse da una persona no peligrosa, 
laboral y académicamente activa, con residencia y arraigo en el pals. Indican que el Juez nunca se 
pronunció sobre esta solicitud. 

25. Sostienen que, el 1 O de mayo de 2006 la defensa informó al Juez Temporal 
Vigésimo Quinto qua Allan Brewer Carías habfa aceptado la designación como profesor adjunto en la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Columbia an Jos EEUU y solicitaron que continuare el 
proceso. Indican que -a posar de saber que el imputado se encontraba fuera del país- el 2 de junio 
de 2006 la Fiscal Provlsorla Sexta solicitó al Juez el dictado de medida privativa de libertad contra 

8 Ser\alan que el ·.artfoulo 44(1) de la Constitución de Venezuela establece que toda persona "será ju¡¡:,gada en 
libertad", que el articulo 102 de! Código Orgánico Procesal Penal (COPP) estábléoé que: "se evitará, en fo~ma especial, 
eolleltar pi-rvaclón preventiva de libertad del Imputado ouando ella no sea absolutamente necesaria para asegurar lee 
finalidades da! proceso" y que su articulo 1 25(12) establece que e-s un derecho del Imputada "{n]o ser juzgado en ausencia, 
salvo lo dispuesto en ls Constitución de la República". Los petlc!ona.rlos Indican que "la poslb!Udad de enjulclamlento en 
ausencia en delitos contra la cose pllb!lca lue elimlflada de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999 
y por ello la frase '3alvo lo dispuesto en la Constitución de la República' ya no tiene relevenoltlu. 
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Alian Brewer Carlas por peligro de fuga. En respuesta, el 15 de junio de 2006 el Juez Provisorio de 
Control ordenó medida privativa de libertad, la cual no ha sido ejecutada dado que a la fecha Alien 
Brewer Carias permanece en el extranjero. 

26. Los peticionarios Indican que el 12 de julio de 2006 le Fiscal Sexta cursó una 
solicitud de cooperación a la INTERPOL para la búsquada y localización de Allan Srewer Carlas, con 
miras a su detención preventiva y a su posible extradición. Asimismo, el 11 de julio de 2006, el 
Embajador de Venezuela en República Dominicana dirigió una ·comunicación a la INTERPOL, 
solicitando la captura de Alian Brewer Garfas con motivo de una· Invitación para dictar una 
conferencia en ese pafs. Asimismo, dicho agente diplomático lo habrfa denunciado ante los medios 
de comunicación de la República Dominicana como un •conspirador•. Indican que en respuesta a 
estos requerimientos, la INTERPOL solicitó Información a los tribunales sobre el carácter del delito 
Imputado a Srewer Garfas como de derecho común. Señalan que mediante aclaratoria de 17 de 
septiembre de 2007 el Tribunal de Primera Instancia en Función de Control del Circuito Judicial del 
Área Metropolitana de Caracas rsspondió que Alian Brewer Carfas seria el autor Intelectual de un 
atentado frustrado en contra del Presidenta de la República, por lo que quedaba desvirtuada la 
naturaleza de delito polftlco de la imputación. Indican que la defensa apeló y solicitó que. dicha 
aclaratoria fuera anulada, pero que dicha apelación fue desestimada el 29 de octubre de 2007. 

27. Asimismo, señalan que con ocasión da una Invitación cursada a Allan Brewer Garfas 
para dictar una conferencia en el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (liDH) la 
Embajadora de Venezuela en Costa Rica dirigió una carta a la Presidenta del IIDH refiriéndose a Allan 
Brewar Carfas como alguien que "según se conoce, participó como autor matarla! e intelectual e 
instruyó para su corrección en la redacción del decreto. mediante el cual se abolieron los poderes 
constituidos de la República Bolivariana de Venezuela" y que por eso "huyó del pals". Indican que 
también se requirieron órdenes de captura a la INTERPOL con motivo de dos imiltaclonas cursadas a 
Alian Brewer Carfas para dictar conferencias en Perú y España, y que éste decidió no asistir, por 
razones de seguridad. 

28. El 11 de ene!o de 2008 los representantes de Allan Brewer Carias interpusieron ante 
el Jue~ Vigésimo Quinto de Control una solicitud de sobreseimiento con base en el Decreto 6790 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial de Amnistfa, dictado el 31 da diciembre da 2007 por el 
Presidente Hugo Chávez. Dicha norma, dirigida a "todas aquellas personas que enfrentadas al orden 
general establecido, y que a la presenta fecha se encuerytren a derecho y se hayan sometido a los 
procesos penales, que hayan sido procesadas y condenadas"; Incluya entre las conductas sujetas a 
amnlstfa "la redacción del Decreto del Gobierno defacto del (12) de abril de 2002". Le solicitud fue 
denegada el 25 de enero de 2008 con base en que Alian Brewer Garfas no habfa comparecido en el 
proceso. Los peticionarios Indican que dicha decisión fue apelada ante la Sale Quinta de la Corte de 
Apelaciones del Circuito Penal del Área Metropolitana de Caracas y denegada· el 3 de abril de 2008. 

3. Alegatos sobre la violación de la Convención Americana 

29. Los peticionarlos alegan que el Estado es responsable por la violación de los 
derechos establecidos en los artfculos 8.1, 8.2, 13, 25, 1.1 y 2 de la Convención Americana en 
perjuicio de Allan Brewer Garfas. 

30. Con relación al derecho a ser oído por un juez o tribunal competente, Independiente 
e Imparcial establecido en el articulo 8.1 de la Convención Americana, los peticionarios alegan que 
los fiscales y juecas que han actuado en la Imputación y acusación de Brewer Garfas son 
funcionarios provisorios, y que han sido sustituidos toda vez que sus decisiones no fueran "del 
agrado de los perseguidores·. Sostienen que la provisionalidad de jueces y. fiscales vulnera la 
garantla de Independencia e imparcialidad del artfculo 8 de la Convención Americana en tanto dichos 
funcionarios no gozan de estabilidad en el cargo y pueden ser removidos o suspendidos tlbremente. 
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31. Alegan que el sistema judicial venezolano está sujeto a una relación de dependencia 
crónica como consecuencia de la provisionalidad endémica de jueces y fiscales. Al respecto, 
realizan un análisis pormenorizado da la ·situación de provisionalidad de los jueces en Venezuela 
.desde agosto de 1999 con la implementación del proceso de reestructuración del Poder Judicial 
Inicialmente a cargo de Emergencia Judicial, luego a cargo de otra Comisión de Reestructuración del 
Poder Judicial, que actualmente continúa a cargo de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura. 
Alegan que este proceso Indefinido de "reestructuración perpetua" tiene como contenido principal la 
provislonaljdad de los nombramientos de los cargos judiciales, el abandono del ingreso por concurso 
pautado de la Constitución y la total inestabilidad de los jueces que terminan siendo de libre 
designación y remoción por la Comisión de turno. Alegan que también existe una situación de 
provisionalidad similar en cuanto a los fiscales. 

32. En cuanto a la afectación da esta alegada situación de falta de estabilidad e 
Independencia de los jueces y fiscales en ·el proceso judicial seguido contra Allan Brewer Garfas 
sostienen que dicho proceso de reestructuración con libre nombramiento y remoción de jueces y 
fiscales se instaló antes ds que se Iniciara el proceso penal seguido contra Allan Brewer Garfas y se. 
mantiene hasta ahora. Asimismo, se destitu~ó a dos jueces de primera Instancia y <;Jos miembros de 
la Corte de Apelaciones con ocasión o inmediatamente después de habar adoptado decisiones que 
podían considerarse favorables a Allan Brewer Garfas. Sostienen que, dichas destituciones fueron 
decididas discrecionalmente, sin debido proceso para los afectados y sin que se conozcan, al menos 

. en el caso del Juez Bognanno, las causas formales que· pudieron servir de pretexto para su 
destitución. Alegan que la lnestabllldad unida· al sesgo manifiestamente polftico que en todo 
momento caracterizó a la Fiscal Provisional Sexta ha sido un factor que se ha traducido en 
manifiestas lesiones procesales y en la Indefensión de Allan Brewer Carlas. Asimismo, alegan que 
este cuadro tiene .un "efecto demostración" dado el contraste entre el castigo a jueces provisorios 
complacientes con los procesados en esta causa y el premio a la lealtad política de la Fiscal 
Provisional Sexta, quien poco después de iniciar las mdltiples Imputaciones en procesos penales de 
implicancias polftlcas, fue ascendida a Directora General de Actuación Procesal del Ministerio 
Público y actualmente ostenta el cargo de Fiscal General de la República. · 

33. Con relación al derecho de toda persona inculpada de delito a que se presume su 
inocencia mientras ·no se establezca legalmente su culpabilidad, establecido en el -articulo 8.2 de la 
Convención Americana, los peticionarios alegan que se abrió un proceso contra Allan Brewer Carias 
con base en un "hecho notorio comunlcaclonal", a pesar de que éste desmintiera' las informaciones 
de prensa. Los peticionarlos alegan que en la jurisprudencia de la Sala Constltuclon'al del Tribunal 
Supremo de Justicia de Venezuela, "un hecho notorio comunicacional" sólo se configura cuando 
existen noticias difundidas por medios de comunicación que no han sido desmentidas. Alegan 
asimismo que la Fiscalfa invirtió la carga de la prueba al exigir que le defensa desvirtuara la 
imputación por ella formulada contra Allan Brewer Garra~'." 

9 Al respecto, ihdlcem qu& la físoal Provlsorla Sexta puso en evidencie que segíin su crib:l~io porresponde al 
Imputado d&JJvlrtuar la Jmputaclon al manifestar ~en él proceso seguido contra otra persona Imputada en le misma causa· ante 
el Juez VIgésimo de Control qua ''[eln érltarlo del Ministerio PObllco la imputación heclia al ciudadano [ ... ] cumple con los 
requisitos de ley, por io que en todo oaso corresponde 1:1 la dafensa del mismo desvirtuar ¿Porqué lelo) ae supOn·e que no 
conspiró? ¿Las razonas por las cuales acompañó al cludadt;tno Allana (sfol Brewer Carlas el dfa de los hechos? ¿Cuáles fueron 
aus objeciones y oposlcloa1es a la redacción al decreto [ ... ]? La falta de respuesta y pruebas .para desvlrtultr laJJ. sospechas 

' fundadas qu~;~ tiene al Ministerio Público, aoeroa de su participación en la r&daoclóh del decreto, son Jé;s ra:z:ones por las cuales 
se oonsldera lnrtacaaarlo hacer una ampliación de la Imputación, por cuantO e crlterlo del Ministerio Pdbllco no han 
demoBtrsdo que no partlolpó [ ... J", Los peticionarios citan el escrito de la Fiscal Provisorio Sexta de Control del 3 de junio de 
2005. Anexo 1 a a la petición original recibida el 24 de enero de: 2007, 
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34. Asimismo alegan· que las solicitudes de captura cursadas a INTERPOL fueron 
manifiestamente inconducentes y abusivas, dado que el delito imputado a Allan Brewer Garfas es un 
tfplco delito polftico puro y el articulo 3 del Estatuto de INTERPOL le prohfbe "toda actividad o 
intervención en asuntos de carácter polftlco, militar, religioso o racial". Consideren que la 
determinación por parte de los tribunales internos de que la conducta Imputada a Brewer Garras 
constituye un delito común "es una maniobra arbitraria que cambia la calificación jurfdice del delito 
imputado" y configura violaciones al debido proceso. También indican que las solicitudes de 
captura vulneran el principio de presunción de inocencia. 

35, Adicionalmente, alegan que entes tales como la Asamblea Nacional, el Tribunal 
Supremo de Justicia; el Fiscal General de la República, asr como miembros del cuerpo diplomático, 
se manifestaron públicamente sobre el alcance de las conductas imputadas a Brewer Garfas y su 
presunta culpabilidad. 

·35, En cuanto a la Asamblea Nacional, alegan que el Informe da la "Comisión 
Parlamentaria Especial ·para Investigar los sucesos de abril de 2002" da por demostrada la 
participación de Allan Brewer Carias en conductas. de las que no púdo defenderse. En el caso del 
Tribunal Supremo de Justicia, alegan que éste habrla adelantado opinión al indicar por escrito que 
"numerosos testimonios que son de conocimiento público señalan al doctor Allan Brewer"Carfas 
como uno de Jos autores del decreto en alusión". AÍegan que el Fiscal General de la R'epúbllc!\ 
también adelantó opi_nlón sobre .Ja culpabilidad de Allan Brewer Garfas en su.libro "Abril Comienza· en 
Octubre" en el que asume como verdaderas aseveraciones perlodfstlcas que estaban . bajo 
investigación de su despacho y que nunca fueron ratificadas con testimonios ni corroboradas. Por 
último alegan que miembros del cuerpo diplomático públicamente se refirieron a Allan Brewer Carías 
como "conspirador" y "autor del Decreto del 12 de abril", conductas qu'e se le Imputan, sin pruebas 
ni condena judicial. 

37. Con relación al derecho del inculpado a contar con el tiempo y los medios adecuados 
para la preparación de su defensa, establecido en el artfculo 8.2.c) de la Convención Americana, los 
petidonerios alegan que durante la etapa investigativa, los defensores de Allan Brewer Garfas no 
pudieron obtener copla de las actuaciones, sino qua sólo se les permitió transcribir a mano y por sf 
mismos, las distintas pie~as del expediente, que sumaron miles de páginas en XXVII piezas: Indican 
que dicha negativa a expedir coplas constituye una obstaculización e la defensa, sin ninguna base 
razonable, y privó a Allan Brewar Garfas y a sus abogados de tiempo y de condiciones razonables 
para preparar su detensa. Alegan que el derecho a contar con las facilidades necesarias para la 
defensa es un elemento primordial del debido proceso, del cuel Allan Brewer Carras se vio privado. 

38. Con relación al derecho de .la defensa de interrogar a los testigos y obtener la 
comparecencia· de testigos o peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos, establecido en el 
artfculo 8.2.t) de la Convención Americana, los peticionarios alegan qua no se permitió a la defensa 
de Allan Brewer Garras estar presente en el Interrogatorio de los testigos llamados a declarar por la 
Fiscal Sexta. Al respecto, sostienen que a la defensa le fueron arbitrariamente rechazadas 
solicitudes para producir medios de prueba o elementos de convicción para hacer valer los derechos 
de Allan Brewer Garfas. Indican que en algunos casos la Fiscal admitió preguntas por escrito, pero 
qua no fue posible presentarlas en al caso de testigos sobrevenidos en el curso de la Investigación 
que "declararon en secreto", Específicamente señalan qua el 5 de octubre de 2005 se recibió el 
testimonio del General Lucas Rincón, sin qua la "defensa hubiere sido convocada o notificada. 
Asimismo, alegan que los diez periodistas que difundieron los "hechos notorios comunicaclonales" 
que sirvieron da base a la imputación no fueron llamados a ratificar sus aseveraciones. Señalan que 
al ser llamados por la defensa de Allan Brewer CarCas, manifestaron no haber sido testigos de los 
hechos, por "lo que los peticionarios consideran improcedente las pruebas r•ferenclales que sirvieron 
da base para la Imputación de Allan Brewer Garras. 
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39. En cuanto a la comparecencia de testigos ofrecidos por la defensa, alegan que el 21 
de abril de 2004 la Fiscal Sexta rechazó Jos testimonios de Nelson Mezerhane, Nelson Socorro, 
Yajaira Andueza, Gualcaipuro Lameda y Leopoldo Baptlsta, con fundamento en que se trataba de 
testigos referenciales cuyas declaraciones carecfan de valor probatorio a la luz de la normativa 
vigente. Asimismo, alegan que se les denegó la promoción anticipada de la declaración de Pedro 
Carmona Estanga y que habiendo sido presentada por escrito, habrfa sido "Ignorada". 

40. En relación al alegato del Estado sobre la presentación de prueba y oportunidad de 
controvertir en la etapa de juicio, frente a los elementos de convicción en la Investigación, los 
peticionarios alegan que el Estado niega al imputado garantras judiciales prescltas en el articulo 8 de 
la Convención Americana durante la etapa da investigación, lo cual axpllca y comprueba que Allan 
Brewer Carlas "ha sido vfctima de una violación masiva del derecho a un proceso regular". Alegan· 
que quizá "para el Estado basta la convicción caprichosa de un o una Fiscal para acusar 
arbitrariamente, sin aplicar otros medios de prueba que los que le dicta su capricho y sin permitir al 
afectado controlar y contradecir las pruebas sobre las que di·ce fundar su convicción". 

41. Alegan que en el Código Orgánico de Procedimiento Penal [en adelante "COPP") no 
hay nada que Impida al procesado hacer valer todas las garantlas judiciales. Sostienen que su 
articulo 125 enuncia los derechos del imputado, entre los cuales está •pedir al Ministerio Público l·a 
práctica de diligencias da investigación destinadas a desvirtuar las imputaciones que se le formulen 
y pedir que se declare anticipadamente la Improcedencia de la pr!vaci(in de libertad, tal como tue 
solicitado el 26 de octubre de 2005 y no fue decidido por el Juez de Control. Alegan que el 
imputado tiene derecho a que la Investigación concluya exculpándolo, mediante un acto conclusivo 
que proponga el sobreseimiento de su causa (COPP arts. 315-320), y aún en el caso de que el acto 
conclusivo fuera una acusación fiscal, el imputado tiene derecho a que en la audiencia preliminar del 
Juez de Control dicte sobreseimiento. Alegan que las garantlas judiciales establecidas en el articulo 
8 de la Convención Americana se aplican en todo proceso y en todas sus etapas". 

42. Adicionalmente, en el acto de imputación la Fiscal. Provisorla utilizó como supuestos 
elementos da convicción en. contra de Allan Brewer Ca rías, una serie de videos que, según le opinión 
fiscal. contentan d<lclaraclones de periodistas y entrevistados qua lo incriminaban. Alegan qua Afian 
Brewer Carlas solicitó en diversas oportunidades la exhibición dei los videos correspondientes, y sólo 
le fue mostrado él contenido í:ie algunos de ellos. En fechas posteriores, los defensores de Allan 
Brewer Ca(las solicitaron la exhibición del conténido de tales videos obteniendo en diversas 
ocasiones respuestas negativas, porque supuestamente las cintas no hablan sido encontradas, o 
porque ante la gran cantidad de Imputados existente en la Investigación, se hacia dificil encontrar 
una oportunidad adecuada, o porque en ese mbmento el Despacho tenfe otras ocupaciones. 
Seguidamente, se procedió a solicitar la práctica de una diligencia consistente en ordenar que 
técnicos lleven a cabo la transcripción fntegra de todos los· videos que cursaban en el expediente 
con entrevistas ~ periodistas que pretendieran ser . considerados. como supuestos elementos 
probatorios de la imputación fiscal, la cual fue denegada mediante auto de 21 de abril de 2005. 

43. Los peticionarlos seftalan qua desda ·que se dictó la Ley Especial da Amnistla, Allan 
Brewer Carlas, debió dejar de ser procesado dado que el Decreto-Ley de Amnistla suprimió el delito. 
Adicionalmente, alegan que la denegatoria de la solicitud de sobreseimiento oon base en el Decreto 
5790 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial de Amnistla careció de motivación, lo cual vulneró 
los ·artículos 8 y 1 de la Convención Americana y contiene, en sf misma, un· principio discriminatorio, 
al restringir su aplicación a quienes se encuentren a derecho y se hayan sometido a los procesos 
penales y se aplicó a personas que se encontraban en el mismo supuesto de Allan Brewer Carlas, es 

10 En austanta da $U argumento oltan: Corte I.D.H. Caso C/aude ReytJS y otros vs~ Chi/9. Sentencia de 18 de 
septiembre de 2006. Serie e, No.161 1 párr. 116. 
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decir, con medida de privación de libertad y orden de aprehensión por hechos relacionados con el 
golpe de Estado de 2002. · 

44. Con relación al derecho a la libertad de expresión, establecido en el articula 13 de la 
Convención Americana, los peticionarios alegan que·a causa de la abierta disidencia de Allan Brewer 
Carlas a las polfticas del Gobierno, algunos periodistas presumieron que se encontraba vinculada a la 
conformación del llamado "gobierno de transición". Alegan que el Gobierna y sus instituciones han 
utilizado la mera presencia de. Allan Brawer Carías en el "Fuerte Tluna" en la vispera de la emisión 
del Decreto Carmona como pretexto para acallar la voz de un opositor Importante, acusándolo de 
golpista. En este se10tldo, consideran que el proceso penal seguido en contra de Allan Brewer Carlas 
configura una violación de su derecho a la libertad de expresión, establecido en al articulo 13 de la 
Convención Americana. 

45. Con relación el derecho a la protección judicial establecido en el articulo 25 da la 
Convención Americana, los peticionarios alagan que en Venezuela .no existen recursos judiciales 
efectivos para la protección de los derechos de Allan Brewer Carias. Al respecto, indican que Allan 
Brewer Carias acudió repetidamente al Juez Provisorio de Control y al Tribunal de Apelaciones e fin 
de que se reestablacleran sus derechos· en el curso de proceso. Alegan que en respuesta los 
tribunales sostuvieron que carecfan dé atributos legales para proteger sus derechos, que los 
planteamientos eran Inoportunos o qua no podían interferir. con la autonomfa .de la Fiscelfa en la 
dirección de la Investigación. 

46. Así, alegan que Allan Brewer Carlas y sus abogados comparecieron reiteradamente 
ante el despacho de la Fiscal Provisoria Sexta durante la fase de investigación. Sostienen que Allan 
Brewer Carlas acudió casi a diario a ese despacho durante nueve meses, así fuera tan solo para 
copiar a mano las actuaciones cuya copia se le negó sistemáticamente. Pero alegan que esa 
comparecencia se reveló Inútil, pues la Fiscal provlsorla nada hizo para rectificar las Irregularidades 
que se le hacran pres\lntes en la formación del expediente y rechazaba arbitrariamente las solicitudes 
de la defensa y las pruebas que se promovian ante ella. 

47. . Adicionalmente, alegan qua en el presente caso, las actuaciones del Estado ponen 
también de manifiesto la Inexistencia de un recurso judicial efectivo para proteger a Allan Brewer 
Cerías de l~s violaciones a sus derechos humanos, en particular en presencia de un shrtema judl.clal 
y un Ministerio Público carentes de toda Independencia. 

48. Indican que Allan Brewer Carlas acudió repetidamente al juez provisorio de Control y 
al Tribunal de Apelaciones para solicitar que se restablecieran sus derechos. El juez provisorio da 
control Bognanna decidió que carecia de atributos legales para ese fin y que no podia interferir, dado 
que la Fiscal provisoria es "autónoma" en la dirección de la investigación. Los peticionarios alegan 
que en vista de lo anterior el dnlco recurso judicial disponible contra la violación del derecho al 
debido proceso garantizado por la Constitución y la Convención, era y es el de nulidad absoluta por 
inconstituciona!ldad de las actuaciones judiciales asi viciadas, con base en al articulo 1 91 del 
COPP: 

Artfoulo 191. Nulidades absolutas. ·serán consideradas nulidades absolutas .aquellas 
concernientes a la Intervención, aslstenoia y representación del Ill]putado, en los oasos y 
formas qua eote Código establezca, o las que impliquen Inobservancia o vl<>lec16n de derechos 
y gsrentras fundamentales previstos en este Código, la Constitución de la RepóbiiCa, las leyes 
y los tratados, cOnvenios o acuerdos Internacionales suscritos por la Repóblica. · 

49. Asi, indican que en al escrito de contestación y oposición a la acusación, de 8 de. 
noviembre de 2005, se solicitó al juez la declaratoria de nulidad de todo lo actuado a causa da 
dichas vlolaclo~es, concluyendo con la siguiente solicitud: 
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En ra:tón de las conslderaclones anteriores solicitamos r-espetuosamente se decrete la nulidad 
absoluta de todas laa actuaciones que conforman el presente- proceso, por la vlolaolón 
sistemática y masiva de los derechos y garantfas constitucionales dal Dr. Allan Brewer Carrast 
come ha quedado. reflejado a lo largo del presente oapftulo, ordenando la devolución del 
expediente a la Fiscalía Superior dSI Área Metropolitana de cersoas para que deslgne un Fiscal 
Imparcial que !nicle las Investigaciones que considere pertinentes, resPetando les gerantras 
constitucionales de los lnvestigados, 

50. Sostienen que el COPP no dispone explfcitamente un lapso para decidir sobre una 
solicitud de nulidad por "violación de derechos y garantfas fundamentales", como lo fue la 
demandada por la defensa de Allan Brewer Carfas. Por tal razón, semejante solicitud deberfa ser 
tramitada conforme a la disposición general contenida en el artículo 177 del mismo COPP, para las 
actuaciones escritas que no tengan fijado otro plazo: · 

Artrculo 177. Plazos para decldlr. El juez dicta~á las decisiones de mero trámite en el acto, Los 
autos y las sentencias definitivas que sucedan a una audiencia oral serán pronunciados 
lnrnedlatamente después de concluida la audfenoiQ, En las actuaclones escritas las decisiones 
se dictarán dentro da los tras dfas siguientes. 

51 • Conforme a esta regla, general y supletoria, la solicitud de nulidad debió quedar 
decidida dentro de los tres dfas siguientes al 8 de noviembre de 2005, lo cual no habrfa ocurrido 
hasta la techa, es decir, la decisión sobre nulidad exhibe más de cuatro años de retardo 
lfljustificado, lo cual alegan constituye una violación del ártfculo 25 de la Convención. 

52. Consideran que en casos de persecución polftica, el derecho internacional asiste a 
quien procura ponerse a salvo del Estado en cuestión. Indican que éste es el fundamento último del 
asilo y del refugio como Instituciones jurfdicas pero que también es una Institución humanitaria de 
alcance más general. Alegan que el perseguido tiene derecho a no ser devuelto a sus perseguidores, 
al punto que el derecho Internacional Impone al Estado que niega el refugio o asilo el deber jurfdico 
de no devolver a la vfctlma a la jurisdicción del Estado que lo persigue, mediante la regla conocida 
como non refoutement. 

53. Asimismo, los peticionarlos alegan qua al Estado incumplió su deber de adoptar las 
medidas necesarias; ya sean legislativas o de otra índole, para hacer afectivos los derechos 

· protegidos .en la Convención, en violación de sus articulas 2 y 1.1. Indican que la legislación 
nacional no es adecuada en cuanto al nombramiento y permanencia en el cargo de los jueces y 
fiscales, para hacer efectivos los derechos de Allan Brewer Carlas y de todos los venezolanos a ser 
ofdos por un tribunal Independiente e Imparcial. Adicionalmente, alegan qua el articulo 2 de la 
Convención Americana obliga a los Estados Partes a regular el. proceso penal de manera que las 
garantfas judiciales estén vigentes a lo largo de todo el proceso, incluida la etapa de investigación, lo 
que implica adoptar todas las medidas para que lo establecido en ia Convención sea efectivamente 
cumplido. 

B. Posición del Estado 

1. Contexto 

54. A manera de contexto, el Estado cita las resoluciones adoptadas por el ConseJo 
PermanentE> y la Asamblea Genmal de la Organización de los Estados Americanos en las que se 
define a los hechos ocurridos entre el 12 y el 13 de abril de 2002 como una 'grave alteración del 
Órden constitucional" en Venezuela .. Se~ ala qua al Ingreso al poder de Pedro Carmona durante esos 
dfas no puede justificarse en un supuesto "vacfo da poder" ya que fa Constitución venezolana 
establece que el Vicepresidente Ejecutivo de la República es el suplanta formal del Presidente da la 
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Rapdbllca en las diferentes hipótesis de faltas absolutas o temporales contempladas en al articulo 
233 y 234 de esa Instrumento. Señale que en el supuesto que la Constitución no estableciera la 
forma como se suplen las faltas del Presidente, corresponde a la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo da Justicia determinar los procedimientos correspondientes. 

66. El Estado enfatiza qua la Constitución no permita la "usurpación de las funcionas" ni 
establece qua un decreto da transición puede tornarse en un mecanismo para su derogación o para 
suplir la falta del Presidente da la República. Señala que al Decreto adoptado en el contexto de los 
hechos del 12 y el 13 de abril de 2002 pretendió facultar al Presidente de la Junta de Facto a 

. reorganizar los 'l?oderes Públicos' sin indicar límites a la naturale~a de sus funciones, el ámbito de 
su aplicación y su tiempo de duración. 

56. Indica que según surge de la petición, Allan Brewer Carfas conoció de la existencia y 
contenido del mencionado decreto y se trasladó al Palacio de Mlraflores para manifestar su opinión a 
Pedro Carmona. Desestima la alegación de los peticionarlos en el sentido que Allan Brewer Carlas 
estaba en desacuerdo con el contenido de dicho decreto. 

57. El Estado alega que a pesar de conocer su contenido, Allan Brewer Carlas no repudió 
la adopción del decreto, como correspondía a cualquier defensor de le constitución y la democracia. 
El Estado indica que el artículo 333 de la propia Constitución establece que en caso da ser derogada 
por acto de fuerza u otros medios distintos a los previstos en ella, toda persona con autoridad o no, 
tendrá el deber de colaborar en el restablecimiento de su efectiva vigencia. Alega que a pesar da 
considerarse como "disidente de las políticas autoritarias", Allan Brawer Carlas no denunció el 
·establecimiento de un gobierno da facto que concentró todos los poderes en una sola persona, 
cambió el nombre da la República y disolvió todos los poderes públicos. 

68, El Estado alega que quienes dirigieron el .golpe utilizaron la Carta Democrática 
lnteramaricana como bese y fundamento para promover un decreto inconstitucional y 
antidemocrátlco. Indica que la Carta lnteramerlcana establece principios y mecanismos destinados a: 
proteger la lnstltuclonalldad democr.ática de los E:stados, no a quebrantar las constituCiones. Alega 
que este abuso de las normas de la Carta lnteramerlcana tampoco fue denunciado por el 
constitucionallsta Allan Brewer Carias. 

2. Alegatos en relación con el proceso judicial 

59. En sus alegatos de fondo el Ested<J solicita a la Comisión que desestima, por falsos e 
infundados, los argumentos de los peticionarios relacionados con los articules :t., 8, 13 y 25 de la 
Convención Americana en conexión con su artfculo 1.1 y desaa dejar "expresa constancia de la 
mala fe y temeridad de la acción intentada por la representación de la pretendida vlctima, en contra 
del Estado Venezolano". 

60. El Estado hace un recuento pormenorizado de todos los recursos, facultades y 
cargas de los peticionarios para hacer valer sus derechos como presentar nuevas pruebas, interrogar · 
testigos, expertos, peritos, la inmediación, la publicidad, la concertación, continuidad, oralidad, 
declarar todas las veces que considere oportuno o no declarar. Indica que el acusado puede negar, 
contradecir, argumentar los hechos y el derecho, replicar, contrarreplicar, recusar y hablar en todo 
momento con su· defensor, sin que nada da ello implique la suspensión de la audlenclá, es decir que 
tiene a disposición todos los derechos y garantías que pudieran llegar a lograr los objetivos que la 
defensa pretende. 
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61. El Estado cita el articulo 327 del COPP de 2005, que no establece obligaciones 
respecto a la ausencia del Imputado en la audiencia preliminar y cita el COPP de 2009 11 que 
establece que si la audiencia preliminar se hubiere diferido por más de dos ocasiones por 
incomparecencia de los Imputados,' el proceso debe continuar con respecto de los demás Imputados 
y al juez deberé realizar la audiencia con los comparecientes, separando de la causa a quien no 
compareció. De no realizarse la audiencia en el plazo establecido, las partes podrán intentar las 
acciones disciplinarlas a que haya lugar contra aquél por cuya responsabilidad no se realizó dicha 
audiencia. · 

62. . Asimismo, cita el articulo 328 del COPP de 2005 y 2009 donde se establece la 
posibilidad del Imputado de realizar una ssrle de actos procesales como oponer excepcionas, 
solicitar revocación de la medida cautelar, solicitar la suspensló~ del proceso, entre otros. Al 
respecto, considera qua los peticionarios tienen una serie de cargas pendientes que de ser utilizadas 
genararfan acclo~es que pudieran ejercer para hacer valer. sus derechos. 

63. Alega que con todos los recursos que tienen a su disposición los peticionarlos 
pr~tenden yiolar el carácter complementarlo del sistema Interamericano de derechqs humanos con 
un argumento vinculado a las excepciones al agotamiento de los recursos Internos. Indica qua •no 
entiende si es una ignorancia supina o una mala fe llevada hasta sus últimas consecuencias". 

a. Alegatos sobre la solicitud da nulidad de k> actuado 

64. El Estado alega que resulta absurdo y malintencionado de los peticionarlos "decir a la 
Comisión que la solicitud de nulidad de todo lo investigado y actwado se puede resolver slri la 
presencia del acusado, cuando dichas solicitudes se hicieron en un escrito de contestación de la 
acusación y dichas peticiones son la consecuencia lógica de la argumentación que realizó la defensa 
para 'rechazar en todas sus partas, tanto en los hechos como en el derecho, la actu'ación"'. Al' 
respecto, alega que si la defensa est~ contestando la acusación as porque están ejerciendo sus 
facultades y cargas contenidas en el artfculo 328 del COPP12 y le corresponderá al juez, en 
presencia de todas las partes y sin la ausencia del Imputado, resolver sobre las peticiones de cada 

. una de las mlsmas13, como lo establece el artfculo 330 del COPP14• Alega que dicha solicitud de 
nulidad está contenida en la respuesta a la acusación y no es una petición autónoma -como 
argumentan !os peticionarlos- que puede ser resuelta en ausencia del Imputado, dado que no es 

11 El Estado cita el COPP de 4 de septlembra da 2009. 5sorito del Ministerio del Poder Popular para las Relaolones 
Exteriores AGEV/000630 del 17 de noviembre de 2009. 

12 El Estado cita ~1 COPP publicado en la Gaceta Oficial de la RepCbl!c~ de Venez:uela No. 6.930 Extraordinario de 4 
de septiembre de 2009. EscrittJ del Ministerio del Poder Popular para las Rshmiones Exteriores AGE\1/000630 del 17 de 
noviembre da 2009, 

13 En sustento de su argumento el Estado cita: Sala Canstltuclonat del Tribunal Supremo de Justlola Exp. No. 09-
0173 decisión de 19 de Qc1;ubro de 2009: "[ ... ] que la amenaza o violación de los der&chos constitucionales .alegados por el 
a.oclonante, no es d~ po~o~lble realización por parta del Juez. Cuarto de Control, toda vez que 'este solo podía pronunciarse 
sobra la solicitud del acusado en el acto da audiencia pre11mlnar r ... l ol pronunciamiento requerido por el hoy aocionante 
referido a la declaratoria de nulidad de la aousacl6n flaca!, eólo puede reali1.arse en el acto de audiencia preliminar, aoto que 

·no he sido realizado por la fnaslstencla del Imputado t ... ] En relación a la falta de pronunciamiento sobre las solicltudetr de 
' ... acumulaolonos, nulidades y despacho sane.edor .. .', a juicio de la Sflla, &etas deben ser resualtas en la audiencia preliminar 
tal como lo dispone el artrcu[n 330 del Código Orgánloo Procesal Penal, motivo por al cut~lla supuesta amenaza o violación de 
los derechos constttuclonalea alegados por el aocloMante. no es de posible realización por parte del referido Juzgado Cuarto 
de Control I ... l. toda ve2. queo ésta sólo podrfa pronunofarse sobre la solicitud del acusado en 'el aoto de audiencia orellmlnar 
(,.,)", {Subrayado del Estado}, Esorlto del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Exteriores AGEV/000630 del 17 de 
noviembre de 2009, págs. 44 y 415. 

14 El Estado cita al COPP publloado en la Gacata Oficial de la República de Venezuela No. 5.930 Extraordinario de 4 
de septiembre de 2009. Escrito del. Mlnlsterlo dal Poder Popular para las Relaciones Exteriores AGEV/900530 del 17 .da 
novlembm de 2009. 
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sobre cuestiones Incidentales que vulneran derechos sino que es une solicitud que toca el fondo y la 
esencia de la propia audiencia preliminar"; lo cual debe ser resuelto en presenpla de las partes para 
no vulnerar sus dereohos. 

65. El Estado sostiene que la Comisión comete el error de asimilar la contestación de la 
acusación del Ministerio Público y sus peticiones a un mal llamado recurso da nulidad, cuyo término 
no existe, ya que lo correcto es hablar de medios de Impugnación y de nulidades establecidas en los 
ertloulos 190 y siguientes del COPP y que son las formas de controvertir por parte de los 
peticionarlos pero que deben ser resueltas en la audiencia preliminar en presencia de las partes. 
Indica que si la Comisión habla de un recurso ds nulidad, resulta fácil, pero erróneo separar la 
audiencia preliminar del mal llamado recurso y asf argumentar y sostener la excepción del 
agotamiento a los recursos internos. Alega que los peticionarlos no han planteado un recurso de 
nulidad sino una contestación a la acusación de la Flscalfa en la que realizaron diversas solicitudes 
que no pueden ser resueltas sin que el acusado esté presenta. Por lo tanto, la paralización de la 
causa no es por retardo Injustificado del Estado sino a causa de la falta de comparecencia del propio 
acusado. 

66. El Estado sostiene que tanto las solicitudes de la Fiscalla en su escrito de acusación 
como les de la defénsa no han sido resueltas, no porque se pretenda violar los derechos del 
acusado, ni se tenga la Intención de retrazar el proceso; sino que mientras el acusado se encuentre 
ausente, abstraldo del proceso penal, fugado de la justicia vene~olana, no se puede celebrar y 
decidir sobre peticionas de las partes si no se encuentran todas las partes presentes, aunado al 
hecho que los requerimientos tocan y deciden el fondo del caso. 

b. Alegatos sobre el derecho a un recurso efectivo y al debido procesa 

67. El Estado alega· que el derecho a la protección judicial no significa que su pretensor 
debe obtener decisiones conforme a sus Intereses sino por el contrario implica que éste cuente con 
la posibilidad de accader al sistema de justicia en defensa de sus alegatos y obtener uná respuesta 
del-Estado fundada en derecho y manera eficiente. 

68. Alega que la Imputación contra Allan Brewer Carlas rue realizada en cumplimiento de 
los principios y garantfas procesales establecidas tanto en la Constitución, como en la norma 
adjetiva panal y an los Tratados, Convenios y Acuerdos Internacionales suscritos por el Estado. 
Indica que en el acto de Imputación, el 27 de enero de 2005, Allan Brewer Carlas estuvo 
debidamente asistido por sus abogados de aonfianza, León Enrique Cottln Núñez y Pedm Nlkken 
Ballshawhog. Señala que en dicho acto la Fiscal Provlsoria Sexta le preguntó al Imputado: "[. .. ] si 
entendió las razones por las cuales se le imputa, si tiene alguna duda sobre lo expuesto [ ... ]" y qua· 
el Imputado no manifestó nada. Asimismo, señala que se la preguntó si deseaba rendir declaración, 
a lo que el imputado respondió qua no. Indica qua· el acta de imputación fue firmada por sus 
abogados defensores y que posteriormente Allan Brewer Garfas salló del Despacho Fiscal en plena 
libertad, porque el proceso en su contra se est~ba llevando en libertad. 

• 15 En sustento de eu argum~nto el Estado olta: Sala Constitucional del Tribunal Sup~emo de Justicia Exp. No. 01~ 
2304 decisión de 16 de noviembre de 2001: »sa observa que la convocatoria de la audiencia preliminar no presupone ·Ja 
existencia de una violación dSI .derecho a la seguridad personal y a la defensa del demandante, pues es en la audiencia 
preliminar cuando el juez de control determina la vlabllldad procesal de la acusación fiscal, de la cual dependerá la existencia 
o nó del julolo oral. Es decir, durante la ceJebrnclón de la audiencia preliminar &e de:.totrnina -a través del examen del matarla! 
aportado por el ministerio PóbllooM el objeto del juicto y si es 'probable' la participación del Imputado en loa hechos que se el 
atribuyen: de modo que la celebración de dicha audiencia no causó perju\olo alguno al ImputAdo de la causa prlnclpa1 (...] 11

• 

EscrltD del Mlrll!ltorlo del Podar Popular pa,ra las Relaciones Ex-teriores AGEW000530 del 17 de· noviembre de 2009, págs. 43 
y44. 
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69. Alega que los representantes legales de Allan Brewer Carfas ejercieron plenamente 
su derecho a la defensa y que solicitaron la práctica de diligencias tendientes a esclarecer los 
hechos. Alega que en respuesta el Ministerio PObllco procedió a practicar las diligencias que 
cumplfan con los requisitos de pertinencia y necesidad. 

70. El Estado señala que en la fase de investigación la defensa interpuso recurso de 
apelación en contra de los autos judiciales dictados, siendo éstos declarados sin lugar por las 
distintas Salas de las Cortes de Apelaciones, que los conocieron, 

71. El Estado señala que luego de la acusación formal contra Allan Brewer Garfas por el 
delito de conspiración para cambiar violentamente la Constitución del 21 de octubre de 2005, el 1 O 
de mayo .de 2006, Allan Brewer Carias manifestó a la Jueza, por escrito, su Intención de salir del 
pafs con base en un falso supuesto de violación de sus derechos y gerantfas constituéionales de 
defensa y en que "[ ... ] la ilustre Universidad de Columbia le ha brindado la oportunidad de lograr un 
viejo anhelo prof.eslonal, como lo es al pertenecer a su plantilla de profesores, ha tomado la decisión 
de esperar a qua se presenten las condiciones Idóneas para obtener un juicio imparcial y con respeto 
de sus garantras [ ... ]'', 

72. Señale que en consecuencia, el 2 de junio de 2006, el Ministerio Público solicitó al 
Juez Temporal VIgésimo Quinto se decretara la medida de privación judicial preventiva de libertad 
contra Allan Randolph Brewer Garfas, pesa a que en el escrito acusatorio ya se habla solicitado 
dicha medida. Alega que su negativa a someterse a la persecución panal, atenta no sólo contra la 
investigación conducida por el Ministerio Público, sino contra todo el sistema de justicia. ' 

73. · ,O.Iega que por tal motivo, el 15 de junio de 2006 'el Juez lemporal Vigésimo Quinto 
acordó la medida de privación, de libertad contra el acusado, debido a qua estaban presentes los 
supuestos concurrentes de procedencia establecidos an el artfculo 250 del COPP, en concordancia 
con los numerales 1, 2, 3, y 4 del primer párrafo de su articulo 251. 

74. Frente 'al alegato de los peticionarlos respecto a la violación del principio de 
presunción de inocencia dado que correspondfa a la defensa desvirtuar la imputación he.cha por la 
Flscalfa (ver supra 111 A), el Estado responde que del artfculo 125,516 del COPP, Interpretado en 
conjunto con los artículos 131 y 305, se colige que la defensa tiene una postura activa y proactlva 
·dentro de la investlgaqión a fin de garantizar el debido proceso y que puede solicitar la práctica de 
diligencies a fin da desvirtuar las imputaciones formuladas, toda vaz que satisfagan los requisitos de 
pertinencia, necesidad y utilidad y de estar vinculadas directamente con la Investigación y el 
esclarecimiento de. los hechos. 

16 ~~ listado hace referencia al artfculo 125 del COP?. Dar9.ahoe. 11 EI Imputado tendrá los siguientes darechbs: 1. 
Que a& le Informe de manera aapeolflca y clara acerca de los hechos que ae le Imputan; 2. Comunicarse con sus famllla:ree:, 
abogado de su oonflanza o ssoclaclón de asistencia ]urfdica, para Informar sobre su detenolón¡ 3. Ser aslstldo, desde los 
actos lnloh:des de la lnvestlgao1ón1 por un defensor que designa él o sus parientes y, an su defecto, por un defensor pllbHco: 
4. Sar ~slstldo gratuitamente por un traductor o Intérprete el no comprcmde o no habla el Idioma c~stellano¡ 5. Pedil' al 
Ministerio Pllbiloo le práctic-a de diligencias de Investigación destlnadas a desvirtuar las lmputaoro·nss que se le formulen; 
{resaltado del Estado)¡ S. Preaantarse dlre~tamente ante el Juez con el fin de prestar daolaraolón; 7, Sol!olter que se active la 
lnvastlgaclón y a conocer su contemido, salvo en los casos en qua alguna parte da ella haya sido declarada reservada y sólo 
por ~;~1 tiempo que esa deolaraolón se prolongue; B, Ped!r que sa declare anticipadamente la Improcedencia de la privación 
preventiva judlolal de libertad¡ 9. Ser Impuesto del precéptQ oonstituclonal qua lo exlll'le de declarar y, aun en caso de 
consentir a prestar declaración, a no hacerlo baJo juramento; 10. No ser sometido a tortura u otros tratos orueles1 Inhumanos 
o degradantes de su dignidad personal; 11. No ser objéto de técnicas o métodos que alteren su libra voluntad, lno!uso oon su 
consentimiento; 12.. No ser juzgado en ausencia, salvo lo dispuesto en la Conatltuolón de la Rapliblloa Bonvartana de 
Venezuela". Escrito del Mlnlsterlo del Pode~ Popular para las Relao!ones Exteriores AEGV/000394 del 26 da agoato da 2009, 
págs. :30·3 1 • 
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75. En respuesta al alegato de los peticionarios respecto a la falta de acceso a 
"supuestas pruebas en su contra; y e los testigos y otras pruebas que él ha promovido"", {ver supra 
111 A), el Estado señala que los peticionarios confunden dentro de la fase preparatoria a Intermedia 

· conceptos básicos que son necesarios para comprender y poder realizar una denuncia de tal 
naturaleza, como los actos de investigación, elementos de convicción, medios de prueba y pruebas 
propiamente dichas; incluso desconocen en qué etapa. procesal del sistema adjetivo penal 
venezolano deben utilizarse. 

76. Frente al alegato de los patlclonarios respecto a que se las ha impedido la posibilidad 
oportuna y efectiva de defenderse (ver supra 111 A); el Estado responda que no presentan prueba 
alguna de ello y que sólo pretenden que la Comisión dé por cierto el no haber tenido acceso al 
expedienta y por ende a la oportuna y efectiva defensa, El Estado rechaza dichos argumentos, y 
alega que se cuenta con 17 actas firmadas por el representante legal de Afian tlrewer Carlas durante 
el proceso ante el Ministerio Público, donde consta con su firma que revisó el expediente en todas y 
cada una de sus partes, sin observación alguna. Asimismo, indica que revisaron los videos y demás 
anexos vinculados con su Imputación, lo cual se evidencia en las planillas de solicitud de revisión de 
expedientes, Alega que en vista da asto resulta extraño y falso que indiquen que no tuvieron 
acceso al expediente, o a lo qua ellos erróneamente llaman "las pruebas" dentro de la fase da 
Investigación. Señala que durante la fase de investigación y desde la facha de imputación Ailan 
Brewer Carías y sus representantes legales, se apersonaron en reiteradas oportunidades a ·la Fiscal 

· Provisor! a Sexta, a fin de "imponerse del contenido de la causa llevada en su contra". 

77. Frente al alegato de los peticionarios respecto a que "se vloló ... de manera general, el 
derecho da la defensa de Interrogar a los testigos presentes en el t~ibunal [ ... ]"(ver supra 111 A), al 
Estado alega que los peticionarios confunden la "prueba" presentada ante un tribunal en la etapa de 
juicio, con los "términos de convicción" presentados ante ta Flscalla en la etapa de Investigación. Al 
respecto, sostiene que la entrevista de testigos por la Flscalfa no equivale a la producción de 
testimonios ante un tribunal en la etapa de juicio, conforme a los articulas 355 y _356 del COPP. · 
Una vez conocida la Identidad de la persona citada par· la Fiscalía a declarar, la defensa puede 
solicitar que el Ministerio Público formula ciertas preguntas al entrevistado, fundamentando su 
pertinencia, necesidad, utilidad y vinculación con la Investigación 18• Indica que en el caso de Brewer 
Carlas la defensa no presentó dicha solicitud al Ministerio Público. La defensa debe explicar la 
pertinencia, necesidad, utilidad y vinculación con la Investigación da las personas propuestas para 
entrevista con la Fiscalfa en la etapa de Investigación; y puede solicitar la formulación de 
determinadas preguntas que cumplan con los mismos requisitos. Alega que estos requisitos no 
fueron cumplidos por los abogados defensores de Brewer Carlas. Señala que en la entrevista ante la 
Fiscalfa la defensa puede parti'clpar activamente dentro de este acto de Investigación (que no es un 
acto de prueba) lo cual queda plasmado en un acta de entreviste. Indica que si dicho acto de 
investigación es admitido por el Tribunal de Control y pasa al Tribunal da Juicio, es entonces, 
cuando la defensa puede preguntar y repreguntar y puede controlar la prueba de testigos. Enfatiza 
que en el presenta caso no se ha llegado a la etapa de Juicio por lo qua la defensa tendrá entonces 
la posibilidad de preguntar y repreguntar a los testigos cuyas declaraciones hayan sido admitidas por 
el Tribunal de Control en la etapa intermedia. Concluye pc;r lo tanto que los peticionarios 
confunden 19 la fase de investigación, la fase intermedia y la fase de juicio en el proceso penal 
venezolano. 

17 El Estado cita el párr. 5 de la petición presentada a la Comisión d~:t fecha 24 de enero de 2007. 

18 El Estado cite el artfculo 305, 126 numeral 6 y 131 del COPP. Escrito del Ministerio del Poder Popular para, las 
Relactones Exteriores AEGV/000394" del 26 dé agosto de ;,:!009, pág. 38 

H• El ES1ado ll'ldlca que dloha confusión también se refleja en la cita d"e loa peticionarios del Informa No. 86/99 del 
Caso No. 11.258 {Figueredo Planchart), en la que se refieren especfflcamet~ta a. los actos celebradO$ a~:~te un tribunal y no en 
la etapa de Investigación. 

21



17 

78. Alega que Allan Brewer Carlas e~frentaba el proceso penal en su contra en libertad, 
sin una orden de detención an su contra, hasta el 14 de julio de 2006. En este sentido, el Estado 
controvierta el alegato de Jos peticionarios respecto a que: "[ ... ] el Estado Intenta negar al Dr. 
Brewer Carlas la libertad ffsica, le niega el derecho a juicio en libertad y le restringe ·SU libertad de 
circulación, por decretar su detención preventiva que no responde en absoluto a necesidad alguna y 
que no cumple con las normas mfnimas internacionales y nacionales para justificar tal medida de 
excepción". El Estado rasalta que desde el 12 de ebríl de 2002 Allan Brewer Carfas· se encontraba 
en libertad plena hasta la fecha que se ausentó del pals, el 2 de junio de 2006 y alega que fue Allan 
Brewer Carias quien provocó que se activaran los mecanismos constitucionales y legales para la 
procedencia de la privación judicial preventiva de la libertad, 

79. . Frente al alegato de los peticionarlos sobra la violación de normas Internacionales 
(ver supra 111 A) el Estado responde que el derecho internacional de los derechos humanos es 

· complementario y subsidiario y que no sustituye la propia actividad del Estado. Alega que Jos 
peticionarios tienen la obligación de {1) sefialar lo norma interna violada, en este caso el COPP y/o la 
Constitución; (Ji) demostrar la vlolacló11 de asa nórma interna, fundamentándola con el propio 
expediente, y la jurisprudencia e Interpretación en el derecho Interno, sin que. esto comporte el 
planteamiento de argumentos de fondo del caso: y finalmente (!Ji) trasladar el correspondiente 
derecho violado .en el Estado a la norma internacional. 

BO. El Estado Indica que el estado de rebeldfa jurídica da Allan Brawer Carlas le hizo 
perder la posibilidad de caer en el supuesto contemplado por el Decreto oon Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Especial de Amnlstla, emitido el 31 de diciembre da 2007 por el Presidente Hugo Chávez 
Frfas, en ejercicio da su atribución constitucional. Indica que dicho decreto aplicó a todas las 
personas qu~ 

{ ... ] enfrentadas al orden establecido se encuentren a derecho y se hayan sometido a los 
procesos penaleS en los dalltos siguientes: 

A) Por la redacción del decreto del gobierno da facto del 12 de abril de 2002. 
Bl Por firmar el decreto del gobierno de tacto del 12 de abril del 2002 
CJ Por la toma violenta de la Gobernación del Estado Mérida del 12 de abril de 2002 
D) Por la privación llagftima de la libertad del ciudadano Ramón Rodrfguez Chacfn, 

Ministro da Interior y Justicia el 12 de abril de 2002 
El Por la Comisión de lo.s Delitos de Instigación e Delinquir y rebelión miltter hasta el 2 

de diciembre de 2007 [ .. ,], 

81. Respecto a la posible afectación del acceso de Allan Brewer Carlas a los recursos de 
la jurisdicción interna en razón de la provisionalidad, Independencia e Imparcialidad de los jueces, el 
Estado alega que, tal como lo ha establecido la Corte lnteramerlcana, se debe probar en el caso 
concreto que las decisiones de Jos tribunales están supeditadas a cuestiones vinculadas con la 
provisionalidad, indepe~denoia e imparcialidad de los jueces20• 

82. El Estado alega que Allan Brewer Carlas, hoy prófugo da la justicia, y su defensa, de 
la manera más Irresponsable decidió -fundamentados en lo que era su parecer y en una oferta de 
trabajo en una universidad extranjera- abstenerse del proceso penal por una supuesta desconfianza, 
que hasta ahora no ha podido probar y en razón de no haber obtenido respuestas positivas pretende 
quebrantar las formas procesales más básicas, para evitar no el juicio sino la celebración de la 

2:f.l En sustento de su argumento el Estada alta: Corté f.O.H. Caso Rfos y otros Vs. Venezuela. Sentencia de 28 de 
enero de 2009, Séris C No. 194 y Casp Perozo y otros Vs. Venezuela. Sentencta de 28 de enero de 2009. Serie C No. 196. 
Esc~lto del Ministerio del Poder Popular para las Relacionas Exteriores AGEV/000630 del 17 de noviembre de 2009, pég, 69. 
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audiencia preliminar. Finalmente, alaga que la credibilidad de las Instituciones internacionales de 
protección de Jos derechos humanos está estrechamente relacionada con la observancia de Jos 
principios de objetividad, imparcialidad·, buena· fe y no saleatividad. 

3. Alegatos sobre el derecho a la libertad da expresión 

83. Respecto al análisis de la alegada violación al derecho a la libertad da expresión en la 
etapa de fondo el Estado sostiene qua asta situación es "una de las formas más veladas de violación 
del derecho a la defensa del Estado· cuando consideran alegatos sin ningún fundamento v prueba 
alguna, pretendiendo lnaorporarlos 'después' en la etapa da fondo", Al respecto, al Estado 
considera que "los peticionarlos no han presentado elementos suficientes para demostrar que Jos 
hechos alegados podrfan caracterizar una violación". t;J Estado "no puede aceptar que la Comisión 
admita un alegato [ ... ] cuando la posibilidad de la presunta. violación no ha sido ni siquiera 
demostrada [ ... ] sino únicamente es señalada por medio de apreciaciones totalmente subjetivas"", 

84. Alaga que M se puede decir que se quiere silenciar la voz de Allan Brewer Carfas 
quien incluso con postartoridad de Jos actos da imputación y da acusación ha hecho uso de su 
libertad de expresión, "ha continuado expresando corno a bien tenga del Estado venezolano y hasta 
de su propio caso"22. Indica que Jos libros da Allan Brewer Carras no han sido objeto de ninguna 
restricción, prohibición o censura. Considera que la vlolaaión al derecho a la libertad· de expresión 
da Allan Brewer Carras no se configura. 

IV, ANÁLISIS SOBRE El FONDO 

A. Determinaciones de hecho 

1. Antecedentes 

85. Entre diaiembre de 2001 y abril de 2002 se produjo una movilización social de 
protesta contra diversas polftloas del Goblerno23 • El 11 de abril de 2002 los comandantes de. la 
Fuerza Armada munifestarori desconocer la autoridad del Presidente de la República y al dfa 

21 Escrito del Ministerio del Poder PopuiBr para las Relaciones ExterlorillfJ AGEV/000530 de\ 17 de noviembre de 
2ooa, pag. 49. 

u En .gustento de su argumento el Estado clta: "La demolición del Estado de derecho y la destrucción de la 
democraola en VÉinezuEile" Confetenola dictada en la Procur.adurfa. Geral do Estado do Río de Janelro, 26 de agosto de 2009; 
The cltlzen's access to Com;t!tutlonal Jurlsdlotlon: Speo!E!I reference to the Venezuelen system of Judlolal Revla.w, Aound· 
tabla conference of the lnternatlonal Assoefatlol'l of Constltutlonal Law, IACL on 11Challengas to the coneolidatlon of the Rules 

. of Law of Demooracy In Lattn Amerloa. Comparad expar!snoes"~ Porto da Gallnhas, Estado de Pernambuco, Brasll, 24 de 
agosto de 2009; ''El Ju~z Constitucional al servle:Jo del eutorltatil!lmo y la llegftlma mutación de la Constitución: el caeo de la 
Sala Ctmstltuclonal del Tribunal Supremo de Justlole de Venezuela {1999-20091", Notas para la exposición en el Seminario 
del Prof. Eduardo Garofa de e:nterrfa, Facultad de Derecho de la Universidad Cornplutense de Madrld, 1 • de abrtJ.de 2009; 
Reforma Constitucional, Asamblea Constltuyente y Control Judicial Contencíosos Administrativo~ el caso de Honduras (Z009) 
y el precedente venezolano {1999}, ·Nueva York, julio de 2009; "Historia. Los sucesos de abril de 2002 y las consecuencias 
de la renuncia del Presidenta Hugo Chávez Frfas a ta·Presldenola da la Repl:lbllca", abril de 200S; El Juez Constitucional vs. La · 
elternabllldad· republicana, 2009. Notas sobre la Sentencia de la Sala Constltuolonal de 03-02-2009 que declara 
constltuolonal el proceso de enmienda oonstltuolonsl 2008-2009 que altera el principio de alternabl!!dad del gobierno, al 
estableoer la reelooclón contln~a. e lndeflnlda de oargos electivos u que EI-S t~omet9rá al refere"do el 16-2-2009; "En ml propla 
defensa" Ed. Jurfdlca Venezolana, 2008 y '1MI testlmolllo ante ttt Historia". Esmito del Ministerio del Poder Popular pEira las 
Relaciones Exteriores AGEV/000630 del17 de noviembre de 2009, págs. 49 v 50, 

23 "El ambiente polftlco en Venezuela se caracterizó por una notarla tendencia a fa radloallzaclón c¡ue comenzó onn 
un proceso de definición y acentuaolón en los primeros meses del año 2002 y la lntarruJ'")clón del orden constitucional el 11 
de ebrn y la postal'lor restauración el 14 de abril del mismo af'io••, CIDH.Informe sobte'la Situación de los Derechos Humanos 
en Vanatuela de 2003 OEA/Ser.UV/11.11 B. Doc. 4 rev. 1, 24 de octubre de 2003, Resumen Ejeoutlvo., párr. 4. 11Durante los 
graves sucesos del 11 da abril de 2002, la Comisión condenó el golpe da Estado perpetrado contra el orden constltuclonal. 
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siguiente el General Lucas Rincón Informó a la población que se le "solicitó al señor Presidente de la 
República la renuncia a su cargo, la cual aceptó"24

• 

86. En la madrugada del 12 de abril de 2002 Pedro Carmona Estanga, uno de los Hderes 
de las protestas civiles, se comunicó con el abogado Allan Brewer Carfas 26 y envió un vehfculo para 
que lo recogiera en su residencia. Brewer Carfas sostiene qua fue llevado al "Fuerte Tiuna", seda 
del Ministerio de Defensa y de la Comandancia General del Ejército y que 

Me condujeron a un peqUeño cubfculo donde estaba el Dr, Carmona, ~ quien saludé y quien 
me solicitó que analizara un documento que le habfan entregado cuando llegó a ese lugar, a 
cuyo efecto se me puso en contacto con dos Jóvenes abogados de notnbres Daniel Romero y 
José Gregario Vásquez, qulen (sic) fueron los que me- mostraron el documento [ ••• ).26 

87. Dicho documento, más tarde conocido como el "Decreto Carmona", ordenaba la 
disolución de los poderes públicos y el establecimiento de un "gobierno da transición 
democrática"27

• 

88. Hacia el mediodfa Allan Brewar Carfas se trasladó al Palacio de Mlraflores. Ese 
m1smo dfa el seMr Pedro Carmona Estanga anunció la disolución de los poderes públicos y el 
establecimiento de un "gobierno de transición demOGrátioa", entre otras medidas. Hugo Chávez'fue 
reinstaurado en la Presidencia de la República el 1 3 de abril de 2002". 

89. Las resoluciones adoptadas por el Consejo Permanente y la Asamblea General da la 
Organización de los Estados Americanos definieron los hachos ocurridos entre el 12 y el 13 de abril 
de 2002 como una •.interrupción abrupta del orden democrético y constitucional" en Venezuela 29

• 

90. Posteriormente, los medios de comunioaolón difundieron'" riotas sobre la presencia 
de Allan Brewer Carfas durante la madrugada del 12 de abril de 2002 en "Fuerte Tluna" que lo 
vinculaban con la redacción del llamado "Decreto Carmona". Por ejemplo, difundieron que 

14 Albor Rodríguez: {ed), Verdades, mentlr~s V VIdeos. Lo más relevante de Jss interpelaolones en fa Asamblea 
Naalonal :tobte los ~ucesQS de abrO, Libros 1::1 Nacional, Caraoat:t {2002}, páginas 13 y 14, citado en: pert1016n orlgll'le.l reolbida 
el 24 da enero de 2.007, página 9. 

25 A11an Brewer Carias es un espeolal!sta en derecho cc>nstlttJoional, que hebfa manifestado criticas frente a una 
serie de decisiones adoptadas mediante decretos del Poder I!Jeoutlvo en Venezuela. Ha sido Senador, Ministro y miembro de 
la Asamblea Nacional ConstituYente de 1 899, Petlo16M t>rlglnal recibida el 24 de enero de 2007, párrs. 13·20. 

28 Daolarae16n dé Allan Brewer Carlas ante el Mlplsterlo Pilblloo. Citado 0n el acta de hnputaclón fl~cl;ll contra Allan 
Brewar Carras del 27 de enero de 2005, anQXO 5 a la petición original r&olblda el 24 de enero de 2007, 

27 El Decreto .está contentdo en al aote dlil' lmputevlón fisoal oontre. Allan 13rewar Carfas del 2.7 de enero de. 2005, 
anexo 15 a la petición original reclbldfl &1 24 de enero <le 2007, 

~8 11tLJa Comisión emitió un comunicado de prensa el 13 de abril de 2002, en el que expresó, entre otras cosas, su 
más.enérgica condena.por loa hechos de- vlolenola, deploró la destitución de las más altao autoridades de todos los poderea 
pób!lcos¡ v ad\flrtló c¡ue dlohos hechos configuraban una interrupción del orden oonstltucronal". CJDH. Informe .aobm la 
Situación da los Derechos Humanos r¡¡n Venei:uela de 2003. OEA/Ser.UVJll.118, Doc. 4 rev.1, 24 da octubre da 2003, pé.rr. 
7. 

29 OEA. Resolución del Consajo Permanente {CP), Actual Sl1ueoión en Venezuela OEA!Ser.G. CP/doc. 3616/02. 28 
de mayo de 2002., Ver CP/Aesoluclón 811 (1316/02). CIDH. Informe sobre !a Situación da los Derechos Humemos en 
Venezuela de 2003. OEA/Ser.LN/11.118, Doc. 4 rev, 11 24 da octubre de 2003, plirr. 534. 

30 Edgar López, Carta lnteramerfc;(Jna OfJmoc:rática fundamenta Gobierno de Ttartsla1án, En: El Naclonsl, 13 de abril 
da 2002; Laura Weffer Clfuentes, Cómo se fragu6/a renuncia de flvr¡o Chávez. En: El Nacional. 13 de abril de 2002; Marlela 
León, Frimer ProslrientfJ Emprssarlo. En: El Universal, 13 dG abril de 2002J Patriota Poleo, Factores de .Poder. En: El Nuevo 
Pals, 16 y 17 -de abril de 2002; Ricardo Pafia, Circulo fntlmo. En; a Reporte, 18 de abril de 2002; Patricia Poleor Factores de 
poder. En: III Nuevo Pafs, 26 de abril da 2002¡ Francisco Olivares, entrevista a Daniel Romero, Los militares manejoron todas 
las decisiones polftfass. En: El Unlvero'fll, 26 de abril de 2002; Mllagroe Socorro, Al psfs se le tendió una trampa. En: El 

Contlnóa ... 
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En la sede de la Comandancia del Ejérc!to, zona reservada al Jefe del Estado Mayor1 s:e habran 
Instalado en un cubfau10 Pedro Carmona ... En el c:ubrculo de enfrente estaba Allan Brewer 
Carfas redactando a mano lo que Juego sería el Acta Constitutiva del Gobierno de Transición 
[ ..• ) Brewer Carlas .replicó: 'No Importa le renuncia. Ya Lucas la va a anunciar por televisión y 
eso será más que suficiente ... 91 , 

91. Allan Brewer Carlas desmintió en muchas ruedas de prensa. lo que ál consideró 
especulaciones". El 13 de abril de 2002 la presunta vfctima otorgó una entrevista en la que, en 
referencia al •gobierno de translclá11 democrática", sefialó 

[ ... ] que el documento constitutivo del Gobierno transitorio se fundamenta en la Carta 
Democrática lnteramerlcana, que Venezuela suscribió el 11 de septiembre de 2001 ... 
¿Entonces la referenciEl jurrdlca dei nuevo gobierno es la Carta lnteramerloana Democrátloa 
!sic) y no la Constitución Neclonal de 1999, elaborada por la Asamblea Constituyente y 
convalidada en referéndum popular? No exactamente, Aquf hubo el ejercicio de un derecho 
ciudadano a la resistencia o desobadlehcla civil, el cual está garantizado y previsto en el 
artículo 350 de la Constitución Nacional. El Pueblo de Venezuela, a través de sus 
representantas, desconoció un réglmen, una autoridad y una iegfslaclón que contrariaba los 
principios y valores damocrátlcos y que violaba derechos y gerantfas oonstltuclonales. En 
definitiva se produJo una rebelión de carácter oivll, y poSteriormente la renuncia del Presidenta 
de la República, según lo anunció el alto mando mllltar. El vaclo constltuolonal de poder tuvo 
que ser llenado por los representantes de diversos sectores de la sociedad, sobre la base, 
Insisto, del artfculo 340 de la Coostltuolón. ¿Cómo es posible hablar de apego al estado de 
derecho si la Junta· de Gobierno acordó la disolución de los poderes Jegftimamente 
constituidos? La dls6rucl6n de los poderes constituidos es una manifestación de ese derecho a 
la desobediencia civil ( ... !33 • 

92, La Asamblea Nacional designó una "Comisión Parlamentaria Especial para Investigar 
los sucesos de abril de 2002". En su Informe de julio de 2002 esta Comisión Especial exhortó al 
Poder Ciudadano a investigar y determinar las responsabilidades de ciudadanos " ... quienes, sin estar 
Investidos de funciones públicas, actuaron en forma activa y concordada en la co11Spiracl611 y golpe 

... oontlnuaclón 
NDcionaJ, 27 de abril -de 2002.; Franolsoo Ollvarils, Hlstória del segundo decreto. En: El Unlvers&I, 28 de abril de 2002: Nltu 
Pérez Osuna, El vldf:Ja de Chávez retsniáo, ~n: El Mundo, 3 de rnayo de 2002; Programl)s da televisión da Rafa&l Paleo y 
Patricia Poleo. Dominio Pública· (Venevlslón). 12 de abril de 2.002; César Miguel Rondón ehtrevlsta a Teodoro ·Petkoff en 30 
M/nvtos (Televén), 12 de mayo de 2002; Domtngo Bl.anco entrevista a Patricia PoleO en Prjmera Página {Giobovislón), 15 de 
abril de 2002; César Miguel Rondón entrevista a Patricia Pol.eo en 30 Minutos {Televén), 1 G de abril de 2002¡ Luislana Rfoa y 
Carlos Omobono éntrevtstan a Pa:l:rlcla Poleo en La Entrevista {RCTVJ. 16 d.e abril de 2002; Carlos FernánQe¡· entrevista a 
Tarek Wllllam Saab en rrlángulo !Telavén), 10 da mayo de 2002; Programa Voces ds un psls ds L.ule Gnrora Flgueroa 
(Giobovlslón)l 28 de mayo de 2002. Escrito de Imputación fiscal contra Allan Brewer Carfas d~l 27 de enero de 2006. Anexo 
6 a la petlclón orlglnal rec:lblda el 24 de enaro de 2007. 

31 Artfcuio del diario El Nuevo Para del 16 de abril de 2002, por Patricia Poleo. Factores de poder, Citado en el 
escrito de Imputación iiscal contra Allan Brewer e arras da! 27 de enero de 20015, anexo !5 nla petición original reclblde ar 24 
de enero de 2007. . 

• 32 Allan Brewar Cedas responde a las acusaciones! Na redacté sf decreto de Carmone Esumga resatía por Ana 
Damelie Guzmán. El Globo, Caracas, 17/4/02, pág. 4. El abogado de3miente haber redactado 80ta constitutiva de gobierno 
tratlsltorio; Brewer carlas se desmarca de Pedro Carmona EstangB1 reseña por Pellz González Roa Notltarde, Valencia, 
17/4/02, pág.13. Brewer Caries: n_., sé quién rsdact6 91 decrst:o Carmona, reseña por Jalma Grenda, El Nuevo Pafs, 
17/04/02, pág. 2, Allan R. Brewer Carlas En mi propia defensa, Respu&sta preparada con la tJslstencia de mis defensores 
Rafael Odremán y León Henrk¡ue Cottlb contra ls Infundada acusflGión fiscal por el supuesto deUto de consp/racl6n, Editorial 
Jurfdlca Venezolana, Caraca.a, 2006, pilg. 192, entre otros. Ver reseñas en Ansxo 2 a la petición original reolblda el 24 da 
enero de 2007. · 

33 Artfculo publicado sn el diario "El NBolonal", 13 de abril da 2002 por Edgar L6paz Carta lnteramerlcana 
Demoorátioa fundamenta gobierno de transición. Cltedo en el esorlto de imputao16n flaoal oontra Allan Brewer CarCas dal 27 
de enero de 2006, anexo E a la petición orlglnaf recibida el 24 de enero de 2007. 
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de Estado""'. La lista de ciudadanos a ser investigados incluye a Allan Brewer Carias "por estar 
demostrada su participación en la planificación y ejecución del Golpe de Estado ... " 35 •. 

2. Hechos probados en relación con el pro.,eso judicial 

93. El proceso de imputación contra Allan Brewer Carias fue Iniciado el.12 de a!Jril de 
2002 por la Fiscalía del Ministerio Público a Nivel Nacional en Materia contra Corrupción con 
Competencia Especial en Bancos, Seguros y Mercados de Capitales, a fin de determinar las 
responsabilidades de las personas involucradas en los hechos ocurridos en abril de 2002. El 22 de 
mayo de 2002 el Coronel del Ejército en servlélo Ángel Bellorín presentó una denuncia que indicaba 
que •es un hecho notorio comunicaclonal reiterado y por todos conocido a través de los diversos 
medios de comunicación que los a~tores de dicho decreto son los ciudadanos abogados ALLAN 
BREWER CAR[AS, [y tres personas más] conocidos [ ... ] como sxpert;os en matarla constitucional 
( ... ]tal como se desprende de los artfculos periodfstlcos que de seguida referimos [ ... ]3 '. 

94. Entre el 2002 y el 2005 al menos cuatro fiscales provisorios Investigaron los hechos 
que rodearon la redacción del "Decreto Carmona", entre otros hechos relacionados con los eventos 
que se produjeron entre el 11 y el 13 de abril de 2002. Al inicio la Investigación estuvo a cargo del 
Fiscal provlsorlo·José Benigno Rojas. El 9 de julio de 2002 el testigo Jorge Olavarrfa presentó'ante 
este Fiscal un escrito de testimonio donde señala que le consta que Brewer Carfas no redactó el 
"Decreto Carmona"37• José Benigno Rojas fue sustituido por el Fiscal Provisorio Danllo Anderson". 
Subsigulentementa, el 28 de agosto de 2002 la Fiscal Provlsoria Sexta asumió la investigaclón39• 

a4 Informe- de la Comisión Parlamentaria Especial para Investigar los SuOésos de Abril de 2002. Anexo 20 a la 
petlclón origina! reclbtda el 24 de enero de 2007. 

· ~5 Informe de le Comisión ):lerlamentarls r::speolal para 'Investigar los Sucesos de Abril de 2002. Anexo 20 a la 
petición orlg!nal reolbld~J el 24 de enero da 2007. 

• 36 Denuncia forrnul.ada por ¡\ngel Ballorfn el .22 de mayo de 200.2.. A11exo a a le prttloión orlglnal recibida el 24 de 
enero d~ ·2001. 

37 Escrito de Jorge Olavarrfa. Anoxo 36 e la petición original raoibida el 24 da enero de 2007. 

38 "02, FIRMANTES Q¡¡L DECRETO DE PEDRO Ct.\RMONA ESTANGA 

Implicados; Aproximadamente 400 par$onas 

Fiscales: 6° nacional, Luisa Ortega Draz , 

Estado: Entre el 18 de octubre y el 1 O de noviembre de 2004, el fiscal 4 con compatencla plena, Danllo 
Anderson. Imputó por la presunta oomlslón del delito de rebelión civil a los ciudadanos [ ... l. 

Po¡g,terlormente, la Jnvestlg,.c;:lón fue asignada en diciembre de 2004 e la flsoa( 6° naolonal, Luisa Ortega 
Dra2:., tras 1!11 muerta del fiscal Andereon. · 

• En eaa sentido, a partir de enero de este añ.o han sido imputados los ciudadanos {. .. ], Allan Brewer Carras, 
[ ... ]". Ministerio PUblico. Balance Investigaciones da !os sucesos de abril de 2002, 8 de· abrll da 2005. En: 
http:l/www ,urru.org/11 A/balancef!scalialnvestlgaalones 11 a.pdf 

39 Resolución No. 639 del Fiscal General de 111 República mediante la cual se designa a Luisa Ortega Draz comO 
Suplente Especial de la Flsoalfa Sexta del Ministerio Póbllco con a Nlvsi Nacional con Cornpetecnola Plena de 28 de agosto da 
2002. Anexo 8 a la petición original recibida al 24 de enero de 2007. Ver .. Ultimas Noticias Sollcltan Sobresoer a firmantes y 
ml/ltares de 9 de enero de 2008. "Caracas. La Fiscal sexta nacional, Marra AleJandra Pérez, solicitó sobreseimiento de los 
Investigados por la firma del decreto Qel Goblarno de tacto de Pedro Carlllona Estanga del ·12 de abril de 2002~ mediante al 
cual se derogó la Constltuclón [ ... ]1'.En: http:l/venezuelareal.zoomblog.com/archlvo/2008/01/09/solloltan~sobreseer~a
flrmantas~y~mlll.html 
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95. El 27 de enero de 2006, la Fiscal Provisorla Sexta imputó a Allan Brewer Carfas, por 
su supuesta 

"participación en la redaoción y elaboración del Acta de constitución del Gobierno de 
Transición Democrática y Unidad Nacional la cual contiana un tDemocrátlee y Unidad Nacional] 
{sic), lefdo por el ciudadano DANIEL RDMERD. el dfa 12 de abril de 2002, dentro de las 
instalaciones del Palacio de Mlraflores, luego que un grupo de personas, civiles y oficiales de la 
Fuerza Armada Nacional desconociendo el gobierno constitucional y legft1mamente constituido, 
al margen de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela y de las leyes, 
proctidieron a oonst!tulr uti gobierno de facto" 40 . 

96. Esta conducta está prevista y sancionadá en el artículo 144 numeral 2, del Código 
Penal venezolano -como garantfa de la vigencia de la Constitución, como el delito de conspiración 
para cambiar violentamente la Constltuci6n41 • 

97. El 4 de mayo de 2005 la defensa presentó un escrito en el que manifestó .que una 
entrevista utilizada como prueba para !a imputaciÓn fiscal no se correspondfa con la realidad42 • Al 
respecto, señaló que en el programa 30 Minutos se entrevistó a Teodoro Petkoff quien afirmó que 

Estamos ante un golpe da estado sul generís1 Pedro Carmona, tiene plenos poderes para 
nombrar alcaldes, gobernadores, se juramentó ante ~~ mismo, destituyó s los Magistrados del 
Tribunal Supremo de Justicia, al Defensa¡· del Pueblo, Contralor ... , tiene poderes dictatoriales. 
Estarnos en presencia· de un gobierno de facto, porque no cubra lss formas democrátloas. 
Brewer debe explicar ese decreto ante la OEA43 • 

98. Indicó que ésta es una falsedad advertida por el propio Teodoro Petkoff quien en 
respuesta a una pregunta del Fiscal Indicó 

SEPTIMA: ¿Diga Usted por que sefialó en esa entrevista que Brawer debe explicar esa decreto 
ante la OEA? CONTESTO: Yo no dl)e que Brewer deb(a explicar ese decreto ante la OEA, dije, 
ahora que acabo de orr al programa de nuevo, 'No se cómo vamOs a explicar esta situación 
ante al OEA', me referfa obviamente al golpe de Estado y no Brawer. OCTAVA: ¿Diga Usted 
si tiene conocimiento de quienes elaboraron el decreto .•. 7 CONTESTÓ: No. No estove allr"'. 

99. En el escrito señalado, se solicitó a la Fiscal Provlsorla la reallzaclón de una 
transcripción técnica especializada del contenido de todos los videos con entrevistas a periodistas, 

~o Imputación Asea!. Anexo 6 a In petfolón original reclblda e! 24 da enero de 2007. 

111 Código Panal de Venezuela artf~ulo 144:"Serán castigados con presidio de dooé a veinticuatro .af'ios, Los que1 sin 
el objeto de carnblar la forma polftlca republicana que se ha dado a la Naol6n1 conspiren o $1J ~.loen pare oamblar 
violentamente la Constitución N;;~ocional". {Actual artfculo 143 numeral ~). Esorlto del Ministerio del Poder Popular para las 
Relaclo11es Exteriores AEGV/000394 del 25 da agosto de 2009, págs. 22 - 24. Imputación Fiscal, Anexo 5 a la petición 
orlglnalreclbtda el 24 de enero de 2007. 

42 Escrito da la defensa de arawer Carras del 4 de mayo de 2006 dirigido al Juez V1géslmo Quinto de Control en al 
que se indica que luego de haber visto los videos y notas de prensa que I\lpo!ian en el expadienta del caso plJdleron 
establaoer 18 telta de veracidad{) falsedad de los textos dado que ciertas partes de los videos utilizado~ pata la Imputación no 
se corref!pondfan con lo que Sij ve y escucha en el video utilizado a le ve2: de volver a IJ011Q!tar aooeso a la totalidad de Jos 
videos OOI'Itanldos en -el expedlen~e del caso. Anexo 43 a la petición origina! reolblde~. el 24 de enero de 2007, pérr. 118. 

43 Es(lrito de la defensa presentado el 4 de mayo de 2005, Anexo 43 t~ la petlolón orlglnaf recibida el 24 de enero 
de 2007. · 

44 Escrito de la defensa presentado el 4 de mayo de 2005, Anexo 43 a la petlolón original recibida el 24 de enero 
de 2007. 
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utilizados como elementos probatorios en la Imputación fiscal. La solicitud fue denegada el 21 de 
abril de 200545._ 

100. El 31 de marzo de 2005 la defensa solicitó que sean citados a declarar Nelson 
Socorro y Leopoldo Baptlsta con el fin de que den cuenta de las actividades de Allan Brewer Carlas 
tos dlas anteriores al 1 O de abril de 2002. La solicitud fue denegada al 2J da abril de 2006 por la 
Fiscal Provlsoria Sexta al considerar que las actividades de Allan Brewer Carias anteriores al 1 O de 
abril de 2002 no formaban parte de los hechos imputados y por tanto aran inneoesarios46

• 

101. El proceso en el cual está Incluida la causa contra Allan Brewer Carlas fue asignado 
inicialmente a la Jueza Temporal Vigésimo Quinta Josefina Gómaz Sosa. A solicitud de la Fiscal 
Provisorla Sexta, la Jueza Temporal Vigésimo Quinta decretó la orden da prohibición de salida del 
pals de 27 Imputados por los sucesos de abril de 2002, el 17 de diciembre de 2004, entre _quienes 

. no se encontraba Brewer Carlas47 • Dicha orden fue apelada anta la Sala Diez de la Corte de 
Apelaciones. El 31 de enero de 2005 la Sala de Apelaciones dictó la revocatoria de las órdenes de 
prohibición de salida del pals. El 3 de febrero de 2005 la Comisión Judicial del Tribunal Supremo da 
Justicia suspendió de su cargo a tos jueces de la Corte da Apelaciones que votaron por le nulidad de 
le decisión apelada. as! como a la Juez Temporal Josefina Gómez Sosa, por no habar motivado 
suficientemente la orden de.prohibición de salida del pals40 • La Jueza Gómez Sosa fua sustituida por 
el Juez Manuel Sognanno49 • 

"tí Respuesta de la Fiscal da 21 de abril de 2005. Anexo 42 e la. petición original recibida el 24 de enero de 2007. 

46 Decisión de ls Fiscal Provlsorla Sexta a Nivel Nticlonal con Competencia Plena de fecha 21 de abril de 2005. 
Anexo 34 a la peticíón original reclblda el 24 de anarc de 2007. 

41 En el Informe de Adml$lbllldád No. 97/09 ae Indicó erróneamente que la o.rden de prohibición de salida del pats 
lnclufa a Allan Brewer Carfes. Er1 le etapa procesal de fondo se determinó que dicha orden ntJ fue dictada en su oontfo elno 
contra otras personas Investigadas por su presunta partlolpac16n en los héóhos. "La Comisión Judicial del Tribunal Supremo 
de Ju~Jtlcla, r .•. J, suspendió sin goce de sueldo e Indefinidamente e los jueces de la Sala 10 de la Corte de Apelaciones que el 
1 o de esta mes revocaron la medida de prohibición de salida del pafs contra 27 Imputados por rebelión civil, por al ,supuesto 
respaldo al decreto mediante el cual Pedro Carmona Estanga sustituyó al prasldénte Hugo ChBvez el 12 de abtll de 2002. 

[ ... } los juecsa afectados son Pedro Troconl~ Oa Silva- y Hertzen VUela Siba.de, quienes detarmlnert;m que la 
prohlb!Gión de salida del pafs decretada [ ... ] por la }uaz:a 25o da Control, Josefina G6mez Sosa, no fue suficientemente 
.motivada. [ ... ) Precisamente por oonsldarar que la jueza Gómez Sosa Incurrió en un error lnGxcusabla, la Comisión Judicial 
también resolvió suspenderla sin goce de sueldo e indefinidamente. 

Sobre el particular, en la resolución se ra:z;ona: uNo pocas Veces se h~n dlct~do d~clslones sl11 motivación oon el 
delfberado propóslto dt) que sean revocadas en la Alzada y, en vardad, resulta Inexplicable qu8 la jueza de primera Instancia 
hubleee tornado tal detsrmlnaclón sin suministrar rezones, cuando tal es una elemental obligación de todo juaz". 

La Cómlsl6n Judicial insistió en que la Sala 1 O de la Corte da Apelaciones "en vez de anotar tan craso error y 
ordenar su corrección devolviendo los autos partt tal finalidad, materlaUZ:ó un aprovechamiento d0 la falta y la agravó 
produciendo esta decisión que hoy conmueve al pars ". 

La solicitud de prohibición de salida del pafs fue interpuesta e117 de dloklmbfa pasado por la fiscal 6o del Ministerio 
Público, Luisa Ortega, y ~n horas de la noche del mismo dfa la jueza Góme¡ Sosa !a acogió. 

Los Imputados lnvoluorados son Heldl En~wlberth, Marra Corlnt~ Mac-h&do, José Rodrfguez !turbe, Julio Brazón, 
\..eopoldo L6pez Gll, Felipe 'Brlllembourg, César Carballo, José Curiel1 Rocro Guijarro, Sergio Ornar Calderón, Raúl De Armas, 
Guulcalpuro Lameda¡ León Arlsmendl, Godofrodo Marfn, Douglae León Natara, Rafael Hulzl Clavler, Vilma Petrash, Enrique 
Yéspica, Jaime Manza, Federico Cmmona, Ignacio Salvatierra, Alberto Qulr6s Corradl, Corlna Parisca de Machado, Juan 
Pablo Borregales, Alejandro Peña Esclusa, Elfes Blttar y Alvls Muñoz", El Nacional, 4 de febrero de 2005 A/2, "Suspendidos 
Jueces qu~ favorecieron a Imputados por Decreto de Carmona". Ver también Resolución del Trlbunal Supremo de Juetlcfa del 
15 de noviembre de 200'9 al recurso de apelación Interpuesto por la Jueza Joseflnr:~ Gómsz. Sosa. 

49 Re~oluclón de destitución. Ver: http:/Jw~w.tsf.gov.ve/lnformac-!on/rasoluc-lone.s/cf/resoluclonCJ OB.htm 

49 Raaoluolón de destitución en la que se 
http:l/www .tsl.gov, vellnformacion/rasoluoiones/ el/re so luclon CJ 08, htm 

designa al nuevo jue,z. Ver: 
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102. El 4 de mayo de 2005 la defensa solicitó al Juez Temporal Vigésimo Quinto la 
exhibición de todos los videos, la admisión de los testimonios ofrecidos y el acceso a las copias del 
expedlente60 • La defensa promovió la consideración de la ficha migratoria de Allan Brewer Carias 
para demostrar que durante las semanas que precedieron al 12 de abril de 2002 éste se encontraba 
fuera del pafs. El 9 de mayo da 2005 la Fiscal Provisorla Sexta rechazó la prueba por considerarla 
lnneoesari651 ~ 

103. El 11 de mayo de 2005, el Juez Temporal VIgésimo Quinto Manuel Bognanno 
ordenó a la Fiscal Provisorla Sexta permitir a la defensa "el acceso total al expediente y los videos 
que guarden en relación con la causa ... " y cónsideró que no le correspondfa pronunciarse sobra la 
pertinencia de los testimonios ofrecidos"'. El 16 de mayo de 2005 la defensa apeló dicha decisión 
anta la Corte de Apelaciones"'· Por su parte, el 30 de mayo de 2005 la Fiscal Provlsorla Sexta 
solicitó ante el Juez Vigésimo Quinto04 y ante la Sala Nueve de la Corte de Apelaciones•• la 
declaratoria de nulidad de la decisión de otorgar acceso total al expediente con fundamento on que 
el escrito presentado por la defensa no le habfa sido notificado, por lo cual no hahfa tenid.o la 
oportunidad de defenderse. Al respecto, la Fiscal señaló que desde la feaha de lmputaaión de Allan 
Brewer Carlas, 27 da enero de 2005 hasta el 9 de mayo de 2005, los representantes del Imputado 

han rev.isado todas las piezaS1 ·durante 47 dfas laborales, de 67 transcurridos. De todas y cada 
una de las veces que han solicitado y revisado el expediente se ha levantado un acta de 
revisión que consigno en este escrito a fin de demostrar la falsedad de las Imputaciones 
hechos lslc) por el abogado ALLAN BREWER CARIAS y sus defensores". 

104. La Fiscal solicitó la nulidad absoluta con el fundamento de que se trataba de testigos 
referenciales cuyas declaraciones carenfan de valor probatorio a la luz de la normativa vigente; al 
respecto señaló 

De las Innumerables pruebas solicitadas por los defensoresj han sido acordadas casi en eu 
totalidad, como consecuencia de lo cual es Igualmente falso que se haye hacho caso omiso a 
la petición de evacuación da pruebas, las declaraciones de NELSON MEZERHANE, NELSON 
SOCORRO, YAHAIRA ANDUEZA Y LEOPOLDD BAPTISTA, que pretendan que el Ministerio 
Público el\ltrsvists a los fines de que tenga conocimiento de lo que el abogado ALLAN 
BREWER CARIAS les dijo a ellos, como si el solicitando ya no se lo haya hecho saber a la 
representación fiscal y pretendlando incorporar pruebas de testigos reterenclales que tenfan 
valor legal en la vigencia del Código de Enjuiciamiento Criminal, por lo qua a criterio dé! 

50 Ver decisión de la Flsc6! J:;>rovtsorla Saxta del 9 de mayo de 2005. AMxo 35 a la patlclón original reclb!da el 24 
de enero de 2007. 

51 Decisión del 9 de mayo dGl 2005 en .la que se conslder6 que la solleltud la defensa no sEJ lné:Jioó lo que se 
pretendra prob~r, cuáles eran los hechos Imputados que Iban a desvirtuar con la dlflgenola y por considerar que tal solklltud 
no se ajustaba a lo establecido en el artfoulo 198 del Código Orgánico Procesal Penal el cual sei1ala que: " ... un medio de 
prueba para ser admitido, debe referirse, directa o Indirectament-e~ al objeto de la Investigación y ser útil para el 
descubrimiento de la verdad". Anexo 35 a la peticlón original recibida 1:'1 24 de enero de 2007. 

52 Juez Vlgéslmo Ol.llnto de Control, oficio 25C-482--Ó5, declalón del 11 de mayo de 2006, Anexo 44 a·la petición 
original recibida al 24 de enero de 2007, 

53 Ver decisión de la Sala 9 del la Corte de Apelaciones del 6 de julio de 20015. Anexo 45 a la petición ortglna·l 
reclblda ~;:~1 24 de enero de 2007. 

114 Solicitud de nulidad de la Fiscal provlaorla del 30 de junio de 2006. Anex-o 12 a la petición original reoibida el 24 
de enero de 2007. · · · 

55 Solicitud de nulidad de la Fiscal provisor! a del 30 de junio de 2005, An0xo 19 a la petlcl6n origina! recibida el 24 
de en oro de 2007. 

611 Solicitudes de nulidad de la Fiscal provisorla del 3o da junio de 2006, Anexos 12 y 19 a Je petición original 
reCibida el 24 de bnero de 2007. 
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Ministerio Público las testimoniales no eran ni son necesarias para se clarecer los hechos y asr 
se les hizo saber por escrito en su oportunidad legal~'7 • 

105. El 1 O de junio de 2006 el Juez Bognanno solicitó a la Fiscal Provisoria Sexta que le 
remitiera el expediente, 'y ella le requirió el 27 de junio de 2005 " •.• , se sirva Indicar a esta 
representación fiscal la norma en que fundamenta su solicitud, y que le Imponga al Ministerio 
Pdbllco la obligación de informar y de remitir las actuaciones que cursan ante el mismo"". El mismo 
dfa el juez remitió una comunicación al Fiscal Superior del Ministerio Pdblico del Área Metropolitana 
da Caracas Informándole sobre presuntas acciones obstructoras por parte de la Fiscal Provlsorla 
Sexta que lleva la causa seguida al señor Carmona Estanga y otros, al no Informar al Tribunal sobre 
el plazq fijado por el Ministerio Pdbllco para presentar ·luego de pasados seis mases desde la 
Individualización de los Imputados- su acto conclusivo y solicitando al Ministerio que "asuma una 
actitud objetiva, dirigida a colaborar y no ha (sic) obstaculizar la actuación del órgano 
jurisdiccional"'". Manuel Bognanno fue suspendido de su cargo el 29. de junio de 2005 y. se designó 
a José Alonso Dugarte Remos como Juez· Temporal en sustitución de Manuel Antonio Bognanno en 
el Tribunal de Primera Instancia del Circuito Judicial Penal- Área. Metropolitana de Caracas60

, 

106. El 6 de julio de 2006 la Corte de Apelaciones declaró nula la decisión del Juez 
Temporal Vigésimo Quinto y ordenó que otro juez de control se pronuncie respecto del escrito de.la 
defensa61 • El 1 O de agosto de 2005 la defensa presentó un escrito ante el Juez Temporal VIgésimo 
Quinto insistiendo eh la admisión de los testimonios ofrecidos y en el cumplimiento de la decisión de 
la Corta de Apelaciones62

• • · 

' 
107. El 28 de septiembre de'2005, Allan Brewer Carlas se ausentó de Venezuela~•. El 

mismo dfa la defensa solicitó qua se cite a rendir testimonio e Luces Rincón con un pliego de 
preguntas••. El 30 de septiembre de 2006 la defensa presentó un escrito de promoción de prueba 
anticipada de declaración de Pedro Carmona Estanga ante el Juez Temporal Vigésimo Quinto"'. El 5 
da octubre de 2005 Lucas Rincón fue entrevistado por la Fiscalía respecto de las preguntas 
l'Ollcltadas por la defensa••. El 18 da octubre de 2005 la defensa solicitó nuevamente que se tome 
la declaración de Pedro Carmona Estanga67

• El 20 de octubre da 2005 la solicitud sobre Carmona 

67 Solicitud da la Fiscal de dac:laratoria de nulidad de la otden de expedición de coplas de las actuaciones del 30 de 
junio de 2005 de la Fl13t:ttl Provl$orla Sexta al Juez Provisorio de Control, Anexo 12 a la petición original recibida el 24 da 
enero de 2007. 

68 Escrito de la Fiscal Provlsorla Sexta al Jue:z: 25 de Control del 27 de junio de 2005. Anexo 13 a la patlolón 
original recibida el 24 de enero de 2007. · 

au Oficio No, 632u05 de 27 de Junio de 2006, Anexo 14 a la petición orJglnal recibida el 24 de enero de 2007. 

60 Ver http:l/www .tsj.gov. ve/deslgnaolones/deslgnaclon.asp ?fecha Id= 3.20 

nl Deolslón de la Sale 9 del la Corte de Apelaciones del 6 de julio de 2006. Anexo 46 t1 la petición original recibida 
el 24 da enero de 2007. 

62 Escrita presentado por la defensa el 1 o de agosto de 2006 ante el Juez Vigésimo Quinto de Control. Anexo 46 a 
la petlolón original recibida !'11 24 de enero de 2007. 

·83 Esorlto da los Peticionarlos de 30 de noviembre de 2009J pág. 94. 

64 Anex:o 27 a la petición ortglnal recibida el 24 de en0ro de 2007. 

85 An&xo 29 a la petición original reolblda el 24 da enero da 2007. 

68 Anexo 28 a la petición original raolblda al 24 de enero de 2007, 

87 La defensa solltlte prueba anticipada, 1 B de octubre de 2005. Anexo 32 a la p~tlelón original recibida el 24 de 
enero "da 2007. 
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Estanga fue declarada Improcedente" con fundamento en que Pedro Carmona Estanga también se 
encontraba Imputado en la causa por lo que su declaración no tendrfa valor probatorio. El juez 
Temporal Vigésimo Quinto fue recusado por la defensa al haber emitido opinión nuevamente sobra 
la misma cuestión. 

108. El 21 de octubre de 2005 la Fiscal Provlsoria Sexta formalizó la acusación contra 
Allan Brewer Carfas, sa solicitó la privación judicial preventiva de libertad da los acusados y al 
proceso pasó a etapa intermedia". · 

109, El 26 de octubre de 2006 la defensa de Allan Brawer Carias solicitó al Juez 
Temporal Vigésimo Quinto que se garantizara su derecho a ser juzgado en libertad y la declaratoria 
anticipada da la improcedencia de su privación de libertad durante el juicio, por tratarse de una· 
persona no peligrosa, laboral y académicamente activa, con residencia y arraigo en el pafs70

, El juez 
no se habrfa pronunciado sobre esta solicitud. 

110. La acusación fue apelada por la defensa el 28 de octubre de 200571
• El 8 de 

noviembre da 2005, en su escrito de contestación a la acusación contra Allan Brewer Carlas, la 
defensa solicitó la nulidad de todo lo actuado con fundamento en violaciones a las garantías 

. judlclales72• · 

111. El 13 de diciembre de 2005 y 31 de enero de 2006 varios Magistrados del Tribunal 
Supremo de Ju$tlcla remitieron carta al Instituto Interamericano de Derechos Humanos y al Instituto 
Iberoamericano da Derecho Procesal Constitucional en el que Indicaron que 

Nlllnerosos testimonios que son de conocimiento público señala el Dr. Brewar-Carfas como 
uno de los autores del decreto en alusión [. .. }. Naturalmente1 este asunto debe ventilarse 
fr13nte al joa:t natural aqur en Venezuela con todas las garantfas [ ... ]. Estamos seguros que el 
Dr. Brewer~Carfas se ap·ersonará para. responsablemente aclarar su situación frente a lt.lay73 , · 

112. La recusación del Juez Temporal Vigésimo Quinto fue denegada el 30 de enero de 
2006 con fundamento en que el juez no habfa emitido pronunciamiento sobre la culpabilidad o 
Inocencia de Allan Brewer Carfas74 • 

113. El 10 de mayo de 2006 la defensa Informó al Juez Temporal Vigésimo Quinto qua 
Allan Brewer Carias habfa aceptado la designación como profesor adjunto en la Facultad da Derecho 
da la ·universidad de CÓiumbla en los EEUU y solicitaron que continuara el proceso'". En dicho 
escrito se señala que Brawer Garfas · 

88 Decisión del Vlgáslmo autnto de Control dal 20 de octubre de 2005. Anexo 30 a la petlolón origlnal recibida el 
24 de enero de 2007. 

09 Acusacló!l fiscal. AMxo 48 a la petlclón original recibida el 24 de enero de 2007. En dicha acusación la t=lacal 
también acusó a otras dos personaB. 

70 Apelación de la defensa oontre la so!roltud del Fiscal ante el Juez VIgésimo Quinto de Control recibida el 26 de 
octubre d~ 2005. Anexo 49 e la petición original recibida el 24 de. enero de 2007. 

71 Apelación de la defensa contra la acusación da! Fiscal ante el Juez VIgésimo Quinto de Control recibida el 28 de 
octubre de ·zoo6. Anexo 47 a la petición orlglnal rec-Ibida el 24 de enero de 2007, 

. 72 Contestación de la d&fensa a la acusación contra Allat1 Btewer Carfas del 8 de novtembr$ de 2006, Anexo 2 a la 
petición orlglnal recibirla el 24 de enero de 2007. 

7~ Anexos 16 y 16 a la petición original recibida el24 de enero da 2007. 

74 Anexo 33 a la petlclón original recibida el 24 de e-nero da 2007. 

7 1i Escrito de la Defensa de 1 O de mayo' de 2006. Anaxo 50 a la petición orlglnal·reclblda el 24 de enero de 2007. 
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[...1 que la Jlustre Universidad da Columbia le ha brindado [a Brewer Carras] la oportunidad de 
realizar un viejo anhelo profesional ... ha tomado la decisión de esperar a que ae presenten las 
condiciones idóneas para obtener un juicio lmparolal y con respeto de sus garantfas ... a fin da 
que tome la decisión que crea conveniente y aontlnóe adelante con el proceso, todo ello a fin 
de no causar ninguna d!laolón, ni perjuicios a los demás encausados en la presente causa76

• 

114. El 2 de junio de 2006 la Fiscal Provisoria Sexta solicitó al Juez el dictado de medida 
privativa de libertad contra Allan Brewer Carfas por peligro de fuga77 . El 6 de junio de 2006 le Fiscal 
Provlsoria Sexta ofreció la declaratoria periodfstlca de Francisco Usón70 • El 15 de junio de 2006 el 
Juez Temporal Vigésimo Quinto acordó la medida de privación judicial preventiva de libertad No. 
010-06 en contra del acusado79

•· La orden de aprehensión fue remitida tanto al Director del Cuerpo 
de Investigaciones Cientfflcas, Penales y Criminalfsticas.como a la Dirección de INTERPOL80

, Dicha 
medida no ha sido ejecutada dado que a la facha Allan Brewer Carlas permanece en el extranjero. 

115. El 22 de febrero de 2007 la defensa de José Gregorlo Vásquez, acusado 
conjuntamente con Allan Brawer Carlas, solicitó al Juez Temporal VIgésimo Quinto -que en vista de 
que la medida privativa de libertad contra Allan Brewer Carias no podfa ejecutarse dado que él se 
encontraba en el extranjero-, separe esa causa del proceso penal ·a fin de que se lleve a cabo la 
audiencia preliminar. El 20 de julio de 2007 el Juez decidió no separar la causa por cuanto el 
Tribunal se pronunciará en la audiencia preliminar". En dicha decisión el Tribunal señaló 

[ ... ] en el caso de marras/ el acto de la Audiencla Preliminar no ha sldo diferido por 
lnoompareoancla del . Ciudadano ALLAN R. BRIOWER CARIAS, al contrarie los dlvérsos 
dtferlmlsntos que cursan el {sic} las actas del presente expediente han sldo en virtud de las 
numerosas solicitudes Interpuestas por \os distintos defensores de los Imputados. No han 
sido por la ausencia ·contumaz del Imputado antes emocionado, por el contrario, han sido 
producto .de las innumerables solicitudes de dlferlmlentos de la pr<>pla defensa". 

116. El 11 de julio da 2006, el Embajador de Venezuela en República Dominicana dirigió 
una comunicación a la JNTERPOL, solicitando la captura de Allan Brewar Carías con motivo de una 
invitación para dictar una conferencia en ese pafs83• El 12 de julio de 2006 la Fiscal Provisorla Sexta 
cursó una solicitud de cooperación a la !NTERPOL para la béisqueda y localización de Allan Brewer 
Carlas, con miras a su detención preventiva y a su posible extradlción84• En respuesta, la INTERPOL 

76 Escrito de la Defensa de 10 de mayo de 2008. Anexo 60 a la pvtlclón original recibida el 24 de enero de 2007. 

77 Anexo 151 s la petición otlglnal r-ecibida el 24 de enero de 2007, 

78 Anexo 38 a la petición original recibida e-1 24 de enero de 2007. En eu solloltud la Flsoal consignó el ejemplar de 
Ultimas Not/aias deo! 6 de junto de 2006, pág. 30.- Entrevista hGoha al General Usón: ,..obse.rvá a Allan Brewer trabajar 
afanosamente en uno de los oubfculos de fa Ayudantfa General del Ejército, Minutos despué~, ·en mi presencia. él mlsmd le 
dijo a una persona que ma acompatlaba: ' ... con esta decreto volveremos a la Conatltuclón de 1961 '", Anexo 38 a la petición 
original recibida el24·de ene~o dé 2007. · 

1& Decisión del Juez Provisorio de Control del 16 de junio de 2006, dicta medida preventiva de prlvaclón de libertad 
contra Allan 6rewer Carfas. Anexo 62 a la petldl6n orlg]n{lltaolblda el24 de enero de 2007. 

8D Anexo 23 a la petloión original recibida el 24 da enero de 2007. 

81 oeoh>lón dal Juzgado Vlgéstmo Quinto de 20 de Julio de 2007. Anexo 65 al escrito de los peticionarlos recibido al 
3 de enero de 2008. 

82 Decisión del Juzgado Vigésimo Quinto de 20 de julio de 2007. Anexo 55 al esorlto de lo$ l)etlolonarloa recibido el 
3 da enero da 2008, 

83 Anexo 23 a la petlolón original raolbldt1 el 24 de enero de 2007. 

84 Ver Respuesta del Juzgado Vlgéelmo Quinto a INTERPOL. Ane~o 57 al escrlto de los petlclot'larloa raalbldo el 3 
de enero de 2008. ' 
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solicitó información a los tribunales sobre el carácter del delito Imputado a Brewer Carlas como de 
derecho común••. El 1 ' de junio de 2007 la Comisión de Control de Expedientes de INTERPOL 
concluyó que la naturaleza <;le la acción tomada en contra de Allan Brewer Carlas era 
predominantemente polftlca por lo qua consecuentemente recomendó que la Secretaria General de 
INTERPOL borrara el registro de Allan Brewer Carlas••. Mediante aclaratoria del 17 de septiembre 
de 2007 el Tribunal de Primara Instancia en Función de Control del Circuito Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas respondió que Allan Brewer Carlas seria el autor Intelectual de un atentado 
frustrado en contra del Presidente de la F\epObllca; por lo que quedaba desvirtuada la naturaleza de 
delito polltlco de la imputación". La defensa apeló y solicitó que dicha aclaratoria fuera anulada. 
Dicha apelación fue desestimada el 29 de octubre de 200766 • 

117. Según lo publicado, la Fiscal General de la República, Luisa Ortega Dlaz (ex Fiscal 
Provlsoria Sexta!, en referencia a la investigación contra AÚan Brewer Carlas, declaró a la prensa: 
"cuando conduje ese investigación el abogado 13C, ya siendo acusado, fue convocado para la 
audiencia preliminar, y a través de sus abogados envió una comunicación donde decia que no crefa 
en la justicia venezolana, qua la justicia venezolana no le daba garantfa a ningún ciudadano incluso a 
él, qua por eso optaba por Irse del pafs y que no regresarfa hasta tanto no cambiara el Gobierno"". 

118. El 11 de enero da 2008 los representantes de Allan Brewer Garfas Interpusieron ante 
el Juez Temporal Vigésimo Quinto una solicitud da sobreseimiento90 con basa en el Decreto 5790 
con Rango, Valor y Fuerza da Ley Espe.cial da Amnistla, dictado el 31 de diciembre de 2007 por el 
Presidente Hugo Chávez. Dicha norma, dirigida a "todas aquellas persona·s qua enfrentadas el orden 
general establecido, y que a la presente techa se encuentren a derecho y se hayan sometido a los 
procesos penales, que hayan sido procesadas y condenadas", Incluye entre las conductas sujetas a 
amnistfa "la redacción del Decreto del Gobierno de tacto del (12) de abril de 2002"91 , La solicitud 
fue denegada al 25 de enero de 2008 con base en que Allan Brewer Carlas no habla comparecido 
en el proceso. Dicha denegatoria fue apelada por la defensa92

, y la apelación fue a su vez denegada 
el 3 de abril de 20089

'. El proceso se encuentra en etapa preliminar ante el Juzgado 25 de Control, 
ante el cual a enero de 2008 la· defensa sf tenia acceso a los expedientes. El 2.3 de noviembre de 
2009 en vistá de que se ·le habla Informado informalmente que el expedienta no se encuentra 
trslcamente en la sede del despacho del Juez Temporal VIgésimo Quinto, la defensa le solicitó su 
ubicación para solicitar copias certificadas•• .. 

135 Comunicación dtJ INTERPOL da 27 de julio de 2007, Anexo S6 al escrito de los petlolonarloa reolbldo el 3 de 
enero de 2008. · 

8 "' Carta tle INTERPOL de 1 • de agosto de 2007. Anexo al esc:rlto ¡;fe los peticionarlos de 18 de febrerq de 201 O. 

81 Respuesta del Juzgado Vigésimo Quinto a INIEAPOL, Anexo 67 al escrlto de los peticionarlos recibido el 3 de 
enero de 2008, 

88 Aptlleclón de la defensa, Anexo 59 al escrl1o de los pe.tlolonarlot\ raolbldo el 3 de enero de 2008. 

89 Dlarlo E1 Pafs, entrevista a ·tulsa OrtGga Draz de 8 de enero de 2008. AtleXo 71 al escrito de los peticionarlos 
recibido el 30 de noviembre de 2.009. 

su Solloltuct de sobreseimiento. Ansxo 74 al e!$Crito de los petlclQnarlos recibido el.30 d& noviembre de 2009. . 

91 Gaceta Oficial No. 5.870 !:xtra. del 31 .. 12~2007. Art. 1.A, Anexo 70 al escrito de los patlclonarloa recibido el 3D 
de noviembre de 2009. 

112 Escrito da apelación de 7 de febtei'O de 2008. Anexo 75 al escritO de los petlotOnarloa recibido el 30 de 
novlembce de 2009. 

93 V9r eaorlto de la defensa. Anexo 76 al escrltu de los Patlc!onarios recibido el30 da noviembr-e de 2009. 

94 Escrito de la defensa. Anexo 76 al esdrlto de los peticionarlas reclbldo-'el 30 de novlembr" de- 2009, 
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B. Determinaciones de derecho 

1. Derecho a las garantfas judiciales y la protección judicial {Artlculos 8.1 y 26 de la 
Convención Americana en relación con su articulo 1.1) 

119. El articulo 8.1 de la Convención Americana establece qua 

It]oda persona tiene derecho a ser ofda, con las dsbldas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, Independiente e Imparcial, establsaido con 
anterioridad por la ley, an la sustanciación de cualquier acusación penal formutada cbntra ella, 
o para la determlnaoi6n de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

· cúalquler otra lndole. 

120. Por su parte, el articulo 25 de la Convención establece: 

1. Toda persona tlena derecho a un recurso ssnc111o y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante· Jueces o tribunales competentesr que la ·ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la constituc-Ión, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal vtolatlón sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

a) a ·garantizar qua la autoridad competente prevista por al sistema legal del Estado 
decidirá SJ:?bre los derechos de toda persona que Interponga tal recurso; 

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y 

e) a garantizar el cumplimiento, por las au\oridades competentes, de toda decisión en que 
se .haya estimado prooe'dente el re.curso. ' 

12~. El articulo 1 .1 de la Convención Americana establece que 

Los Estados parte~ en esta Convenolón se comprometen ~ respetar Jos derechos y libertades 
reconocidos en eUa y a garantizar su libra y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
Jurlsdicc.ión, sin discriminación alguna por motivos de raza. color, sexo, Idioma, rellgióil, 
opiniones polftlcas o de cualquier· otra rndoia, origen nacional o social, posición económica,. 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

122. El articulo 2 de la Convención Americana establece qua 

SI en el eJercicio de los derechos y libertades mencionados en el articulo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o d6 otro carácter1 los Estados partes se 
comprometen a adoptar. con arreglo a sus procedlffilentos constitucionales y a las 
disposiciones de ·esta Conv&ncl6n, las madldas leglslatívas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos .tales derechos y Ubertades. 

a. Derecho e un juez Imparcial e Independiente 

123. En priiner termino, la Comisión analizará los alegatos sobra la falta da Independencia 
e Imparcialidad da los fiscales y jueces oncargados de la investigación y el proceso seguido contra 
Allan Brewer Carias, Asimismo, anallzará los alegatos respecto a que la legislación nacional no as 
adecuada en cuanto al nombramiento y permanencia en el cargo de los jueces y fiscales, para hacer 
efectivos los derechos de Allan Brewer Carias a ser ofdo por un tribunal independiente e Imparcial. 
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124. Al respecto, cabe resaltar que la independencia judicial es una garantfa esencial pera 
que los sistemas judiciales desarrollen adecuadamente su función en una sociedad democrática. De 
esta garantfa depende la legitimidad de las decisiones de los jueces y en consecuencia, la legitimidad 
del Poder Judicial. En este sentido, la Comisión recuerda la Importancia del deber del Estado de 
garantizar y promover la independencia e Imparcialidad de la judicatura••. Asimismo, la Corte 
lnteramericana ha considerado que uno de Jos objetivos principales que tiene la separación de los 
poderes públicos, es la garantfa de la Independencia de los jueces y, para tales e·f~ctos, los 
diferentes sistemas polfticos han Ideado procedimientos estrictos, tanto para su nombramiento como 
para su destltución96 y ha establecido "qu,e el principio de independencia judicial constituye uno de 
los pilares básicos de las garantías del debido proceso, motivo por el cual debe ser respetado sn 
todas las áreas del procedimiento y ante todas las Instancias procesales sn que se decide sobre los 
derechos de ia persona. La Corte ha considerado que el principio de independencia judicial resulta 
indispensable para la protección de los derechos fundamentales, por lo que su alcance. debe 
garantizarse inclusive, en situaciones especiales, como lo es et·estado de excepción""'· 

125. En el presente caso la Comisión ha considerado probado que entre el 2002 y el 2005 
al menos cuatro fiscales provisorios investigaron los hechos que rodearon la redacción del "Decreto 
Carmona", entre otros hechos relacionados con los eventos que se produjeron entre el 11 y el 13 de 
abril de 2002. Asimismo, ha dado por probado que el 27 de enero de 2005, le Fiscal Proliisoria 
Sexta imputó a Allan Brewer Garfas y que tanto le investigación como el proceso penal fueron 
adelantados en su etapa preliminar por Jueces Temporales. · 

126. En cuanto. el contexto, la Comisión ha considerado probado qua los Jueces qu<:> 
Integraban la Sala Diet de la Corte de Apelaciones y que el 31 de enero de 2006 votaron por la 
nulidad de la orden da prohibición de salida del pafs de 27 imputados por su presunta participación 
en los. hechos investigados -relacionados con la emisión del "Decreto Carmona"- fueron 
suspendidos de sus cargos el 3 de febrero de 2005 por la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de 
Justicia. Asimismo, dicha Comisión suspendió de su cargo a la Jueza Temporal Josefina Gómez 
Sosa por no haber motivado suficientemente la mencionada ordM de prohibición de salida del pafs. 

127. la Comisión ha también dado por probado que el Juez de Control Manuel Bognanno 
quien sustituyó a la Jueza Gómez Sosa también tus suspendido de su cargo el. 29 de junio de 2006 
tras oficiar, el 27 de junio de 2005, al Fiscal Superior del Ministerio Público del Área Metropolitana 
de ·Caracas a fin de Informarle sobre presuntas "acciones obstructoras" por parte de la Fiscal 
Provlsoria Saxta an el proceso penal contra Allan Brewer Carlas, al no Informar al Tribunal sobre el 
plazo fijado por el Ministerio Público par.a presentar su acto conclusivo· y solicitó al Ministerio que 
"asuma una actitud objetiva, dirigida a colaborar y no ha (sic} ot>stacullzar la actuación del órgano 
jurisdiccional,,. 

95 Cfr. Corte I.D.H, CBso Raverón TruJ;tlo Vs. Venezuela, Sentenoia da 30 de jun!o da 2009, Serie C No. 197, párr. 
67, Cft. ClDH Informe 48/00 Caso 11.1 as Fondo, Walter Humberto Vásquez Bejerano, PfJ.riJ, 13 de abril de 2000, párr. 44. 

96 Cfr. Corte l.b.H. caso del Tñbun~t/ canstltuclonal Vs. Parú. Fondo, Rsparauione$ y Costas, Sentencia de 31 de 
enero de 2001. Serie C No. i1, párr. 73, y Caso Apltz Bflrbsra y otros (11C!Jrte Prlmers de lo Contenoi(Jsó Administrativo") 
Vs.. Vent:~uals. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 da agosto de 2008, Serie C No. 182, 
párr. 55. 

97 Corte l.D.H. Caso Reverón Truj/1/o Vs. Venezuela. Sentenc:l~ de 30 de junio de 2009. Serie C No, 197, párr. 68. 
Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de G.arantras farts. 27 .2, 25.1 y 'J .6 convención Americana sobre Dereohoa 
Humanos}. Opinión Co11sultlva OC·8/S7 del 30 de enero diOi' 1987. Serie A No. 8, párr. 30, v Garantfas Judiciales en ~tados 
de Emergencia (e.rts. 27,2, 26 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos}, Serie A No. 9 de 30 de enero de 1987, 
párr. 20. 
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128. En su Informe sobre Venezuela de 2003 la Comisión estableció .que los jueces 
provisionales son aquellos que no gozan de la garantra de estabilidad en el cargo y pueden ser 
removidos o suspendidos libremente, lo que podrra suponer un condicionami~nta a la actuación de 
estos jueces, en el sentido de que no pueden sentirse jurfdlcsmente protegidos frente a indebidas 
Interferencias o presiones provenientes del Interior o desde tuera del sistema judicial". La Comisión 
señaló que un alto porcentaje de jueces provisionales afectaba seriamente el derecho de la 
ciudadanra a una adecuada administración de justicia y el derecho del magistrado a la estabilidad en 
al cargo como garantfa de independencia y .autonomfa en la judicatura". 

129. En diciembre de 1999, luego de la sanción de la nueva Constitución, la Asamblea 
Nacional Constituyente dispuso el llamado "Régimen de Transición del Poder Público"100

• La CIDH 
observó con preocupación que este régimen avanzó más allá de la normal y debida temporalidad, e 
incluyó directrices de contenido legislativo que escapaban e la naturaleza de un régimen 
transitorlo101

• Las actuaciones de la Comisión de Emergencia Judicial y posteriormente da la 
Comisión de Reestructuración y Funcionamiento del Sistema Judicial fueron objeto de 
cuestionamíentos en torno a que no se habrían preservado las garantfas del debido proceso con 
respecto a los nombramientos y destituciones de los magistrados. En su Informe la CIDH dio cuenta 
de que en· algunas ocasiones, los jueces provisionales habrfan sido nombrados sin reunir los 
requisitos para al cargo102 y que los nombramientos no habrfan respetado la realización de los 
c<;>ncursos de oposición establecida en el articulo 255 de la Constitución venezolana103• 

130. En su Informe sobre Venezuela de 20D6, en su Capftulo IV del Informe Anual del afio 
2006 y en su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela de 2009 la CIDH. ha 
manifestado su preocupación por la situación de los fiscales en Venezuela, recordandCl que además 
de los posibles vicios de independencia e Imparcialidad qua pueden subyacer a las constantes 
destituciones y nuevas designaciones, la provisionalidad y correlativa ausencia de estabilidad laboral 
de los funcionarios encargados de Iniciar e Impulsar las Investigaciones en materia penal, 
necesariamente se puede ver reflejada también en dificultades en la determinación, continuidad y 
finalización de lfneas especfficas de investigación asf como en el incumplimiento de plazos en la 
etapa de. investigación. Señaló que los cambios da fiscales Instructores tienen efectos negativos en 
al impulso de las. investigaciones correspondientes, si se tiene en cuenta la Importancia, por ejemplo, 
de la constitución y evaluación continua .del acervo probatorio. Consideró que esta situación puede 
tener consecuencias negativas frente a los derechos de las vfctimas en .el marco de procesos 
penales relacionados con violaciones de derechos humanos104

• 

98 CIDH. Informe sobre la Sltuaol6n de los Derechos Humanos en Ven&uela de 2003. OEA/Ser.LNJII.118 .. Ooc. 4 
rav. 1, 24·da octubre de 2003, párr. 159. 

09 ClDM. lntorme sobra la Sltuao!ón de los Derechos Humanos en Venezuela de 2003. OEA/Sar.LN/11.118. Doc; 4 
rev. 1, 24 de oct1..1brlil de 2003, párr. 160, La Información proporolansdE'! a la Comisión para 2003 lndlcaba que más del 80% 
de los jueoee v~llézolalios eran ••provisionales". Esta situación fue tHttlblén obje-to de preooupaolón del Comité de DemL:!hOO 
Humanos del Pacto lnternaolonal de Dereohos Civiles y Polftlcoa, CIDH. lnfo~me sobre la Situación de la Derechos Humanos 
en Venezuela de 2003. OE;A/Ser.UVJ!l. 1 18. Doc. 4rev. 1, 24 de ootubm da 2003, párr. 163. 

100 CIDI-I. Informe $1;)bre la Situación de los Oereohos Humanos en Vene7.:Ue:la' de 2003. OEA/Ser.L/V/11.118. Doo, 4 
·rev. 1, 24 de octubre de 2003, párr. 166, 

101 CIDH. Informe sobra la Sltuaclól'l de los Derechos Humanos en Vene:z.uela de ~003, Oi:A/Ser.LN/11.118. Doc. 4 
rev.1, 24 dG octubre de 2003, párr. 166. 

1~ CIOH.Intorme sobre la Situación de los Derechos Humanos en Venezuela de 2003. O!:A/Ser.LN/11.118. Doc. 4 
rev. 1, 24 de ootubré- de 2003. pár~. 108. 

• 103 CIOH. 1nforme sobre la Situación da los Derechos Humanos en Ve-nezuela de 2003.' OEA/Ser.L/V/11.118. Doo. 4 
rev. 1, 24 de octubre de 2003, párr. 169. 

104 CIDH. Informe Democracia Y Derechos Humemos en Venezuela, OEAISer.L/V/ll. Doc. 54, 30 de dlolsmbre de 
2008, párr. 229. 
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131. Con relación a la provisionalidad de los jueces, la Corte lnteramerioana, por su parte, 
ha señalado que la permanencia de los jueces en su cargo es un presupuesto esencial de la 
Independencia j1,1dlclal 105

• Asimismo, la Comisión en su lntorme Democracia y Derechos Humanos 
en Venezuela ha se~alado que la estabilidad en el cargo de los jueces y fiscales es indispensable 
para garantizar su independencia frente a los cambios políticos o de gobierno106 • 

132. Al respecto, los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la 
Independencia de la Judicatura establecen que 'lila ley garantizará la permanencia en el cargo de Jos 
jueces por los períodos establecidos" (Principio 11) y que '(ale garantizará la Inamovilidad de los 
jueces, tanto de los nombrados mediante decisión administrativa como de los elegidos, hasta que 
cumplan la edad para la jubilación forz()sa o expire el período para el que hayan sido nombrados o 
elegidos, cuando existan normas al respecto" (Principio 12)107 • 

133. En 2009, la Comisión en su Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela 
sefta16 que la provisionalidad y no titularidad de los jueces implica que pueden ser fácilmente 
removidos cuando adoptan decisiones que podrlan afectar los Intereses del gobierno, la que 
compromete la independencia del poder judicial venezolano108

• Al respecto, la jurisprudencia del año 
2000 da la Sala Polftico Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia da Venezuela qua además 
ha sido reiterada por la misma Sala y reafirmada por la. Sala Constitucional, sostuvo que 

quienes ocupen un cargQ para el cual .no hublaren concursado, carecen. d~l derecho [a la 
estabutdad judioial] y, en consecuencia, podrán ser removidos del cargo en cuestión en las 
mismas condiciones en que el mlstno fue obtenido, es decir, sin que exista para 'la 
Administración competente la obUgaclón de fundamentar dicha separación en las di,posiciones 
que componen el régimen disciplinarlo aplicable -.se insiste-- sólo a los jueces de carrera, esto 
e~ a aquellos que ocupan un cargo previo concurso de oposición 109 , . 

134. La Comisión ha señalado que por clrc~nstancias excepcionales, en ocasiones puede 
ser necesario nombrar jueces con un carácter temporal, pero· esos jueces no sólo deben sar 
nombrados mediante un procedimiento adecuado, sino que además deben tener garantías de cierta 
inamovilidad en sus cargos110• La Corte lnteramericana, por su parte, na explicado que "la garantía 
de la inamovilidad se traduce, en el émblto de los jueces provisorios, en la exigencia de que ellos 

10n Corte I.O.H., Caso del Trfbunal Constltuc!ona/ Vs, PtmJ, Sél"ltencla de 31 de enero de 2001. Serie C No-. 71J 
párr. 75. Caso Apitz Barbera y otros (11Corte Primera de lo Contenciosa Admlnistrst!v0"J Vs. Venezuela. Sentencia da 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 1.82, párr. 138. 

108 CIOH. Informe Democracla y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Ser.LN/11. Doc. 64, 30 da diciembre de 
2009, párr. 229. · 

107 Naciones Unidas. Prlnolploa Báelcos relativos e la lndependenol8 de le judicatura. Adoptados por el Séptimo 
Congmso de las Naciones Unidas sobre Prevenofón del Dellto y Tratamiento del Dellncuante, celebrado en Milán del 26 de 
egosto al 5 da septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre 
de 1980 y 40/146 da 13 de diciembre de 1986. Cfr. Corte J.D.H., Caso del Tribunal Cor¡stltuaionttJ Vs. PtmJ. Sentencia de 
31 de enero de 2001. Sorfe C N.o. 71, párr. 71. 

108 CIDH. Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Ser.LtVtn. Doc. 64, 30 de dlclembm de 
2009, pérr. 253. 

1011 Tribunal Supremo da Justicia· de Vene:walar Sala. Polftlco Administrativa. Sentencia No. 02221 emitida al 2.8 de 
noviembre de 2000 y"Trlbunal Supremo da Justlc!a de Venezuela, Sala Polftloo Admlnlstratlva. Sentencia No. 1798 de 19 de 
octubrr;t de 2004. Sale Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. Sentencias No. 1413, 6111 y 6116 en CIDH. 
Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Ser.LN/11. Doc. 54, 30 de diciembre de 2009, párr. 225. 

11° Cfr. CrDH. Informe 30/97 Caso 10.087 Fondo, Gustavo Cammz:a, Argentlna1 30 da- septiembre de 1997, párr. 
41. 
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puedan disfrutar de todos los beneficios propios de la permanencia hasta tanto acaezca la condición 
resolutoria que pondrá fin legal a su mandato"" 1• 

135. En su jurisprudencia, la Corte lnteramericana ha establecido que los jueces 
provisorios en Venezuela ejercen exactamente las mismas funcionas que los jueces titulares, esto 
es, administrar justicla112

• En consecuencia, se~aló que los justiciables tienen el derecho, derivado 
de la propia Constitución venezolana y de la Convención Americana, a que los jueces que resuelven 
sus controversias sean y aparenten ser Independientes. Estableció que para ello, el Estado debe 
ofrecer las garantfas que emanan del principio de la independencia judicial, tanto a los jueces 
titulares como a los provisorios'"· La Corte ha señalado también que la Inamovilidad de los jueces 
provisorios está estrechamente ligada a la garantfa contra presiones externas, toda vez que si los 
jueces provisorios no tienen la seguridad de permanencia durante un periodo determinado, sarán 
vulnerables a prssiones de diferentes sectores, principalmente de ·quienes tienen la facultad da 
decidir sobre destituciones o ascensos en el Poder Judlolal 114

• 

136. Asimismo, la Corte ha establecido que 

[...]'los EstBdos eatán obligados a asegurar que los jueces Provisorios saan Independientes y, 
por ·ello, debe otorgafles cierto tipo dé estabilidad y permanencia en el cargo, puesto que la 
provisionalldad ha equivale a libre remoción. [ ... ] En similar sentido, le Corte considera que la 
provisionalidad no debe significar oltoreción alguna del régimen de garantfas para el buen 
desempefio del juzgador y la salvaguarda de los propios justiciables. Además, no debe 
extenderse indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeta a una condlol6n resolutoria, tal 
como el cumpllmtento de un plaio predeterminado o la celebración y conclusión da un 
concurso público de oposición y antecedentes que nombre a1 re-emplazante del Juez pruvisorio 
con carácter permanente. Los nombramientos provlafonales daban constituir una situación de 
excepción y no la regla. Da esta manera, la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los 
}ueces o el hecho de que la rneyorfa da los jueces se. encuentren en dicha situación, generan 
importantes obstáculos para la Independencia judicial. Esta situación de vulnerabilidad del 
Podar Judicial .se· acenttla si tampoco existen procesos de destitución resp-etuosos de las 
obligaciones Internacionales de los Estados116

. 

137. La CIDH ha establecido en su Informe Democracia y Derechos Humanos en 
Venezuela que el problema de la provisionalidad 'afecta por igual a los fiscales en Venezuela, pues 
todos los fiscales del Ministerio Público son de libre nombramiento y remoción" 116

• Sólo en el año 
2008 se designaron 638 fiscales sin que medie un concurso público, sin titularidad, y por tanto de 
libre nombramiento y remoción 117• 

117 o 

"111 Corte I.D.H. Caso Reverón Truj/1/o Vs. Venezua/n, ,Sentencie de 30 de junlo da 2009 .. Serlr¡¡, C No. 197, párr. 

ta Corté I.D.H. Caso Chocrdn Chocrón Vs. V6hezUe18. Sentencia de 1 de Julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 
"103. Cfr. Corte IDH. Cfr. CaBo Reverón TI'Uj"il/o Vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 
114. 

113 Corte I.O.H, Caso Chocrón Choarón Vs, "vene:zus/8, Sentencie de 1 da. Julío de 2011. Serie C No. 227, párr . 
. 103. Corte !OH. Cfr. Caso Reveró.n Truft!lo Vs. Venezuela. SentehOfa de 30 da junio de 2009, Serie C No. 197, pllrr. 114, 

114 Corte l.D.H. Cllso Choorón Choordn V.s. Venezve/a. SattteN<:Ia da 1 de jUlio de 2011. Seria C No. 227, párr. 
106. _Cft. Caso Reveróa. Truji/lo Vs. Venezvela. Sentencia de 30 de Junio de 2009. Seria C No. 1 S7, párr. 117. 

118 Corte lDH. Cas() Apftz Barbera y otros (""Corte Prim(Jra de lo Coñtenoloso Administrativo~'). Ssn'te.nola de 6 de 
agosto de 2008, Serie C No. 182, p{irt. 43. 

1111 CIDH. lnforme Oemocraole y Derechos Humanos en VeneZuela, OENSer.L/V/11. Doc. 64, 30 da. dlclembte de 
2009, párr. 264. " 

117 CIDH. Informe Pemocr"aoia y Deteoho.s Humanos en Venezuela, OEA/Ser.LN/11. Doc. 54, 30 de dlofembre de 
2009, párr. 264. 
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138. En su Informe la CIDH ha manifestado su preocupación por la situación de los 
fiscales en Venezuela, recordando que además de los posibles vicios da indepelidancla e 
imparcialidad qua púeden subyacer a las constantes destituciones y nuevas designaciones, la 
provisionalidad y correlativa ausencia de estabilidad laboral de los funcionarios encargados de Iniciar 
a Impulsar las investigacipnes en materia penal, necesariamente se puede ver reflejada también en · 
dificultades en la determinación, continuidad y finalización de lineas especificas de Investigación asf 
como en el incumplimiento de plazos en la etapa de Investigación. Indicó que los cambios de 
fiscales Instructores tienen efectos negativos en el Impulso de las Investigaciones correspondientes, 
si se tiene en cuenta la importancia, por ejemplo, de la constitución y evaluación continua del acervo 
probatorio. Señaló que, esta situación puede tener consecuencias negativas frente a los derechos 
de las víctimas en el marco de procesos penales relacionados con violaciones de ·derechos 
humanos118

• 

139. La CIDH resaltó también que, durante el acto de Inauguración de la Escuela Nacional 
de Fiscales, an octubre de 2008, la Fiscal General de la República, L.ulsa Ortega Dfaz, reconoció que 

{l]a provisionalidad en el ·ajarclclo de los cargos de físca!es 1 col.o~a a estos funcionarios en 
situación de vulnerabilidad ante la Influencia qua, .sobre su actuación, podrran tener factores 
de poder, en detrimento de la oonstltuclonalldad y da la logalldad de la justicia. La 
provisionalidad en el ejerclclo de los cargos de la func16n pública as contraria a lo establecido 
en el artículo 146 da la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en la. que se 
señala que los cargos de !a administración pt'.iblica son de carrera, a los que se accederá por 
concurso público 11 ~. · • 

140. La CIDH ya ha manifestado su preocupación por la ausencia de titularidad en los 
nombramientos de fiscales y ha reiterado la Importancia da la implementación adecuada de la carrera 
fiscal dado el rol fundamental que cumple el Ministerio Público en cuanto al Impulso de las 
investigaciones penales. Asimismo, la Comisión se ha pronunciado sobre la Importancia de que los 
fiscales cuenten con la estabilidad necesaria a fin de garantizar la independencia, Imparcialidad e 
idoneldatf de los mismos y asegurar fa efectividad de las averiguaciones a fin de eliminar la 
impunidad, especialmente en los casos de violaciones de derechos humanos"". Al respecto, la 
Comisión considera da suma importancia que los ·fiscales puedan realizar su labor sin interferencias 
polftlcas. 

141. En suma, la Comisión estima que el deber estatal de asegurar el cumplimiento de la 
garantfa ·de estabilidad reforzada trente a jueces y fiscales, se encuentra al margen de si los 
respectivos funcionarios son nombrados de manara temporal o permanente, pues lo que se pretende 
protago.r a través de la estabilidad es la función judicial en sf misma; y con esta, la protección de los 
derechos humanos en su conjunto. · 

142. Respecto a la garantfa de independencia judicial y en conexión al articulo 2 de la 
Convención Americana, la Corte lnteramericana ha establecido que el deber general del Estado de 
adecuar su derecho Interno a las disposiciones de la Convención Americana -par!l garantizar los 

mi CIDH. Informa Anual2.006. Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Huinanos en la Reglón. Venezueia1 párr, 167 
e Informe Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Sar.LN/1!. Ooo. 64, 30 de diciembre de 2009, párr. 266. 

Hs Nota de la Fundación Televisara de !a Asamblea Nacional. Inaugurada Escuela Ntu;lanal de Hscales. Artfculo de 6 
de octubre de 2008. Disponible en: http:/Jwww.antv.gob.ve/m8/notlclam8.asp71dt::!.14946. CIDH. Informe Democr~mla y 
Derechos Humanos en Venezuela, OGA/Ser.L/V/11. Doo. 54, 30 de d!o!embte da 2009, párr. 266. 

12D CIDH. Acceso a fe Justicia e Jnclus/6n Social. El camino haCla 8/ tortalecímlsnt() deJa rfemoarac/a en BD!Ivla. 28 
de junio de 2007, pár(. 96 e Informe Demooracla y Derechos Humanos en Venezuela, OEA/Ser.LN/11. Doc. 64, 30 de 
diciembre de 2.009, párr. 267, · 
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derechos en ella consagrados- establecido en al articulo 2, Incluya la expedición de normas y el 
desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de los derechos y libertades 
consagrados en la misma, asf como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas da 
cualquier naturaleza que entraAen una violación a las garant(as previstas en la Convenclón121 • 

143. Conforme a la jurisprudencia de la Corte lnteramericana y ·de la Corte Europea, asl 
como de conformidad con los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la independe.ncia 
de la judicatura se derivan las siguiente garantfas de la independencia judicial: un adecuado proceso 
de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantla contra presiones externas"'. 

144. Con respecto al proceso de restructuraci6n judicial en Venezuela y la normativa 
sobre la provisionalidad de los jueces la Corte lnteramericana ya se ha pronunciado estableciendo 
que 

{ ... ] desde agosto dt:J 1999 hasta la actualidad, los jueces provisorios no tienen estabilidad en 
el cargo, son l'lombrados discreoionalmants y pueden ser removidos sln sujeción a ningún 
procedimiento preestablecido. Asimismo, en la época de los hechos del presente ca.so, el 
porcentaje de jueces provisorios en el paCs alcanzaba aproximadamente el 80%. En los af'!Os 
2006 y 2006 se llevó a cabo un programa por medio del cual los mismos jueces provisorios 
nombrados dlscreulonaimente lograron su titularización. La olfra da jueces provisorios se 
redujo a aproximadamente 44% a finales del año 2008 123• 

·145. La Comisión observa que esta situación se mantiene hasta la facha de aprobación del 
presente informe. Asimismo, la Corta lnteramericana ha establecido que el Estado está en el deber 
de garantizar una apariencia de independencia de la magistratura que inspire legitimidad y confianza 
suficiente nci sólo al justiciable, sino a lqs ciudadanos en une sociedad democrátlca104• 

146. En el presente caso, el procesa penal seguido contra Srewer Carfas estuvo a cargo 
de tres jueces temporales durante la etapa preliminar. Esta situación, constituye -en sr misma· una 
afectación a las garantfas judiciales en el ceso conoreto. Asimismo. la Comisión observa que el 11 
de mayo de 2006, el Juez Temporal Vigésimo Oulnto Manuel Bognanno ordenó a la Fiscal Provlsoria 
Sexta permitir a la defensa el acceso total al expediente. El 30 de mayo de 2005 la Fiscal Provlsoria 
Sexta solicitó la declaratoria de nulidad de dicha decisión. El 1 O de junio de 2006 el Juez 8ognanno 
solicitó a la Fiscal Provlsoria sexta que le remitiera· el expediente, y el 27 de junio de 2005 ella le 
requirió que se le Indique le norma que le Impone al Ministerio ?úbllco la obligación de remitir las 
actuaciones que cursan ante ál. El 27 de junio de 2005 el Juez comunicó el Fiscal Superior del 
Ministerio Público sobre presuntas "acciones obstructoras" por parte de la Fiscal Provlsoria Sexta en 
la causa y le solicitó al Ministerio Público que "asuma una actitud objetiva, dirigida a colaborar y no 
ha (sic) obstaculizar la actuación del órgano jurisdiccional". Manuel Bognanno fue suspendido de su 
cargo el 29 de junio de 2005 y se des.ignó a Ul1 nuevo Juez Temporal a cargo del proceso. 

147. En suma, el Juez Bognanno fue suspendido y reemplazado dos di as después de 
presentar una queja por la falta de cumplimiento de una orden emitida por él a favor del imputado, a 
fin de que éste acceda a la totalidad de su expediente. En conexión con el análisis anterior, la 
Comisión considera que en el presente caso, la normativa y la práctica respecto del nombramiento, 

106. 

121 Corte I.D.H., Caso Rsverón Tru}H!o Vs. Vt:Jnezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009, Serie C No. 197, párr. 60, 
122 Corte l.D.H., Caso Reverón Truj/1/o Va. Venezuela. Sentancla de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 70. 

liS Corte I.D.H.~ Caso Rever6n Truj/1/o V$, Vtfr'IGZUela. Sentencia de 30 de junio de 2009, Serie C No. 197, párr. 

124 Corte I.D.H., Caso Reverón TrujfJia Vs. Venezuela. Sentenola de 30 de jvnlo de 2009, Serie C No. 197, párr. 67. 
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destitución y situación de provisionalidad de los jueces en Venezuela afectó .el derecho de Allan 
Brewer Carlas a un juez Independiente. 

148. Con base en las consideraciones que anteceden, la Comisión concluye que al hecho 
de que el proceso contra Allan Brewer Carlas haya sido Instruido por fiscales y jueces provisorios 
que, tal como ha quedado demostrado,· implica una falta de garantfas de Independencia e 
Imparcialidad. Por lo tanto, el Estado no M arbitrado los medios necesarios para administrar justicia 
en la investigación y proceso penal seguido contra Allan Brewer Garfas. conforme e los ertfculos 8.1 
y 25 en de la Conven-ción Americana, en conexión con sus artfculos 1.1 y 2, en su perjuicio. 

b. Medios adecuados para la preparación de la defensa 

149. En segundo término, la Comlsl6n analizará los alegatos relacionados con la supuesta 
Imposibilidad de sacar fotocopias a los expedientes durante la etapa investigativa, y que a la 
defensa sólo se le permitió transcribir a mano las distintas piezas del expediente. lo cual les ha 
impedido la posibilidad oportuna y afectiva da defenderse. Por su parte el E:stado alega que cuenta 
con 17 actas firmadas por el representante legal de Allan Brewer Carlas durante al proceso ante el 
Ministerio Público, donde consta que revisó el expediente, sin observación alguna. Alega que en 
vista de esto resulta extraño y falso que Indiquen que no tuvieron acceso al expediente, o a lo que 
ellos erróneamente llaman "las pruebas" dentro de la fase de Investigación. 

150. La Comisión ha dado por probado que el 4 de mayo de 2005 la defensa solicitó al 
Juez Temporal Vigésimo Quinto la exhlblclón de todos loe videos, la admisión de los testimonios 
ofrecidos y el acceso a las -coplas del expedienta. ~1 11 da mayo de 2005, el Juez Temporal 
Vigésimo Quinto Manuel Bognanno ordenó a la Fiscal Provlsorla Sexta permitir a la defensa "el 
acceso total al expediente y los videos que guarden en relación con la causa ... ". Por su parte, el 30 
de m¡¡yo dé 2006 la Fiscal Provlsoria Sexta solicitó anta el Juez Temporal VIgésimo Qulnto y ante la 
Sala Nueve de la. Corte da Apelaciones la declaratoria de nulidad de dicha decisión argumentando 
que desde la fecha de Imputación de Allen Brewer Carlas hasta el 9 de mayo de 2005, sus 
representantes revisaron todas las piezas procesales. Sin embargo, no se habrla otorgado a la 
defensa las copias solicitadas. 

151. El 10 de junio de 2005 el Juez Bognanno solicitó a la Fiscal Provlsoria Sexta que le 
remitiera el expediente, y ella le requirió que se sirva. indicar la norma en que fundamenta su 
solicitud, y que la Impone al Ministerio Pcibllco la obligación de informar y de remitir las actuaciones 
qua cursan ante el mismo. El juez remitió una comunicación al Fiscal Superior del Ministerio Público 
informándole sobre presuntas acciones obstructoras por parte da la Fiscal Provisoria Sexta, 
solicitando al Ministerio que asuma une "actitud objetiva". Manuel Bognanno fue suspendido de su 
cargo el 29 da junio de 2005. El 6 de julio de 2005 la Corte de Apelaciones declaró nula la decisión 

. del Juez Temporal Vigésimo Quinto y ordenó qua otro juez de control se pronuncie respecto del 
escrito. de la defensa. Durante la etapa intermedia del proceso la defensa si ha tenido acceso a las 
copias del expediente. 

152. Respecto a la solicitud de coplas del expediente de la Investigación ante el Ministerio 
Público la jurisprudencia de la Sale de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia ha 
establecido que 

[. •• ] 1 con respecto a la supuesta vulneración de los derechos a la Igualdad, al debido proceso y 
a .la defertSa esgrimidos, aduclendo te supuesta falta de respuesta por parte del Ministerio 
Pdbllco, a sus requerlmientos de coplas certificadas de las actas que conforman la causa que 
!o Involucra, importante es precisar, que el oontenldo del ertrculo 304 del o6dlgo adjetivo 
vigente, dispone expresamente, que todos los actos de !a investigación serán reservados para 
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los terceros, pudiendo ser examinadas lae actas por el imputado, su defensor y por la vfct!ma 
y sus apoderados con poder especial, se haya o no querellado. 
[ ... ] 
Debe sumarse, que el artfeulo 97 de la loy Orgánica del Ministerio Público establece, qua 
puede acordarse judicialmente la copia, exhibición o inspección de determinado documento, 
expediente, libro o registro que corresponda al archivo, y se ejecutará la providencia dictada, 
a menos que el Fiscal General de la Repdblica considere qua dicho documento, libro, 
expediente o registro tlene carácter reservado o confldenolal. 
Esto último se compadece, con la atribución consolidada en cabeza del Ministerio Público, por 
los artfculos 285 de la Carta Fundamental, 108 y 280 del Código Orgánico Procesal Penal, de 
Investigar (con las actuaciones a que hubiere Jugar}, el acaecimiento de hechos punibles, 
pudiendo en la etapa da Investigación, decretar las reserva de las actas procesales, como bien 
lo explica el artfculo 304 eiusdem, que serf• entonces, el llnlco obstáculo establecido para la 
obtención de coplas del exped!ente125 , 

153. En el presente caso la Comisión nota que la Fiscal Provlsorla Sexta no habrfa 
decretado la reserva de las actas procesales como "único obstáculo establecido para la obtención de 
coplas del expediente". Dicha Fiscal tampoco acató el requerimiento judicial de brindar acceso al 
expediente, en vista de que la defensa habrfa podido examinarlo. 

154. En vista da esto, la Comisión considera que el hecho de qua durante la investigación 
penal contra Allan Brewer Garfas seguido ante el Ministerio Público se configuró la violación de la 
garantfa judicial establecida en el articulo 8.2.c) de la Convención Americana por la falta "[. .. ] de los 
medios adecuados para la preparación de su defensa". 

c. Derecho a la protección judiclai" (plazo razonalile) 

125 Tribunal Supremo de Justlcla. Sala de Casación Penal. Sentencia No. 2913/2009 Exp. 2.009n105 de 18 de junto 
de 2009. En: http://www.tsj.gav.ve/df3oisiones/scp/junto/29S-18609n2009~aOS·1 06.html. Ver tarnbh~h: "Ello asr, ae advierte 
que dentro de este marco tonctltUC'lonal y para concretar la tutela judicial éfectlva, el~;~rtfcl.do 49 de ia Carta Magna consagta 
el derecho a lo defensa, el cual debe 9Star presente en todas las aotuaolonas judlolales y administrativa& tramitadas por los 
órganos del poder público en sus relaciones con ios ciudadanos. que debe ser Inviolable en todo estado d& la tnveetlgaclón V 
del proceso, a fin do garantlur a toda persona al conocimiento p.revlc;~ dii los Clti"QOS .Por los que es Investigado y las pruebas 
que obran en su contra, de manera de disponer del tiempo adecuado para reparar los medios con los ouales ejercer su 
defensa y, primordialmente, er derecho a recurrir del fallo adverso en procura de una revisión eup&rJor, todo Jo oua! adquiere 
mayor trasoendenols dentro del ámbito del procano panal, en el cuel se pone en evidencia el poder punitivo del Estado . 

.Por tanto, los derechos a le Q.efensa y al .debido proceso fueron establecidos por el Constituyente como gal'ántfa 
para prote-ger los dereahos hurnanoe de los Investigados, que an el desarrollo de un proceso penal tiene como postulado 
esencial para su e]erctclo, 61 acceso por parte del lmplltado a las actuaciones adelantadas en la etapa de lnvestlgaoi6n, a 
objeto de preparar sus alegatos y desarrollar una adecuada defensa [ .•. ]. 

Ello asr se advierte que el artrculo 97 de la Ley Orgánica del Ministerio P{ibllco sef'iala lo s!gulante: 

'(,.,) Podrá acordarse judicialmente la copla, exhibición o lnsperol6n d~ determinado documento, expediente, J!bro o 
reglatro que corresponda al archivo, y se ejecuten\ lu providencia dlctadfl, fl menos que el Flsoal General de la República 
oonéldere que dicho documento, libro, expediente o registro tiene carácter reservado o conffdenclal'. 

Por tanto, al .no haber dispuesto el Mtnlsterlo Público la reserva de los documentos que Integran la Investigación N-o 
24F40NN-0034·06 y, en aplicación dal referido artrculo 97, esta Sale comparte el ortterio de la Sala N~:~ 2 de la Corta de 
Apelaciones del Circuito Juaíclal Penal del Estado Zulla, que d~claró sin lugar .al nmporo ejercido por considerar que la 
actuación del Juzgado Oóclmo da Primera Instancia en Funciones da Control de dicho Clroulto Judicial Penal, estuvo ajustada 
a dereoho y dentro del ámbito de sus com,p.atencias, según lo dlspllesto en el ertlculo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos .y G.arantfas Constitucionales( al ttstlmar que, en atención al derecho a le defensa, al debido proceso, a la tutela 
Judicial efectiva y e. obtaner opol'túna respuesta, el Imputada puede obtener coplas simples de las actas de la lnvestlgaoi6n 
para la preparación de su defensa, siempre qu11 el Ministerio Pl1bllca no haya dispuesta la reserva total o parcial de. las 
actuaciones". Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia No . .298/2009. Exp. No.OB~0760 de 26 ele 
jullo de 2006. En: http:/lwww;tsj.gov.vs/deolslonos/soon/Jullo]1427·i60706·06.Q760.htm. 
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155. Seguidamente, la Comisión analizará los alegatos relacionados con la demora en la 
respuesta de la solicitud de nulidad. Al respecto, la Comisión ha dado por probado que el 8 de 
noviembre de 2005 la defensa Interpuso una solicitud de nulidad de todo lo actuado con 
fundamento en violaciones a las garantfas judiciales. Dicha solicitud de nulidad se .presentó en el 
escrito de contestación y oposición a la acusación. Al respecto, los peticionarios alegan que a la 
fecha dicha solicitud de nulidad no ha sido resuelta y por lo tanto el proceso continuarfa en fase 
Intermedia. Por su parte, el Estado alega que dicha· solicitud de nulidad debe ser resuelta en la 
audiencia preliminar, la cual no ha podido ser realizada por la ausencia del imputado. 

156, Al respecto, el artfcu\o 191 del COPP establece que 

Sarán consideradas nulidades absolutas aquellas conaernlentes a la Intervención, asistencia y 
representación dei imputado, en los casos y formas que este Código establezca, o las que 
·¡mplJquen inobservancia o violación de derechos y garantías fundamentales. previstos en este 
Código1 • la Constitución de la República, !as leyes y los tratados, conventos o acuerdos 
internacionales suscritos por la República12e. 

157. La jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia ha establecido de manera 
reiterada, sobre el momento procesal en el cual deben ser resueltas las nulidades que 

[ ... ] ·¡p]ara el proceso penal, el juez de control durante la fase preparatoria e Intermedia hará 
respetar las garentras procesales, paro el Código Orgánico Procesal Penal no señala una 
oportunidad procesal para que se pida y se resuelvan las infracciones a tales garantras, lo qua 
incluye las transgresiones eonstltuclonales, sin que exista para el proceso penal una 
disposición semejante al artfculo 1 O del Código de Procedimiento Civil, ni remisión alguna a 
dicho Código por parte del Código Orgánico Procesal Penal. 
[,..) A juicio de esta Sala, depende de la etapa procesal en que 'se haga, y si ella se Interpone 
en la tase ·Intermedia, el juez puede resolverla bien ant-es de la audiencia preliminar o bien 
como resultado de dicha audiencia, variando de acuerdo a la lesión constitucional alegada, ya 
que hay lesiones cuya decisión no tienen la urgencia de otras, al no infringir en forma 
Irreparable e Inmediata la situación jurfdloe ·de una de las partes. 
No. señala el artrculo 328 del Código Orgánico Procesal Pemal entre las actuaciones que 
pueden realizar las partes en la fase Intermedia, la petición de nulidades, pero ello lo considera 
la Sala posible como emanación del derecho de defensa. De ocurrir tal petición do nulidad, el 
juez da control -conforme a la urgencia debido a le calidad de le lesión y ante el sllencl.o 
de la ley- podrá antes de abrir la causa a juicio y en cualquier momento antes de dicho acto 
de apertura resolverla, aunque lo preferible es qua .sea en la audi~ncla prollmlnar, con 
prioridad a la daolslón de los puntos a que se refiere el artrculo 330 del Código Orgánico 
Procesal Penal, a fin de garantizar el contradictorio a las partes, ya que éste as un principlo 
que rige ol proceso penal (ertfculo 18 del Código Orgánico Procesal Penal), 
Sin embargo, cuando la nulidad coincide con el objeto de las "cuestiones previas, le resolución 
de las mismas debe ser en la misma oportunidad de las cuestiones previas; es declrr en la 
audiencia preliminar lo que de paso garantl7.a al derecho de defensa de todas las partes del 
proceso y cumple con el prlnclplo del contradictorlo121 . 

158. Ya en 2001 el Tribunal habfa observado que 

la convocatoria de la audiencia preltmlnar no presupone la existencia de una v1olao16n det 
der~cho a la seguridad personal y a la defensa det demandante1 pues es .en la audlencla 
prelfmlnar cuando el juez da control determina la viabilidad procesal de la acusación fiscal! de 
la cual dependerá la existencia o no del juicio oral. Es d6cir~ durante la celebración de la 
audiencia prarlmlnar ae determina -a travás dal examen dai materJal aportado por el ministerio 

' 2° COf'f' de 4 de dlclembra de 2009. 

127 Sala ConStltl;!clonal del Tribunal Supremo de Juatlcla. Exp. No. 07~0827. Decisión de 20 de julio de 2007. 
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Pllbllco- el objeto del juicio y si es 'probable' la participación del Imputado en los hechos que 
se le atribuyen; de modo que la celebradón de dicha audiencia no causó perjuicio alguno al 
imputado da la causa principal I ... ]125 • 

159. Asimismo, el lribunal en su jurisprudencia general ha reiterado que 

( ... ] el pronunciamiento requerido por el hoy acclonante referido a la declaratorla da nulidad de 
la acusación fiscal1 sólo puede realizarse en el acto de audiencia preliminar, acto que no ha 
sido reaill:ado por la lnasistancla del Imputado [ ... ] En rels.o16n a la falta de pronunciamianto 
sobre las solicitudes de ' ... acumuiaclonesl nulidades y despacho saneador ... ', a }ulclo de la 
Sala, éstas deben ser resueltas en la audiencia preliminar tal Como .lo dispone el artfoulo 330 
del Código Orgánico Procesal Panal, motivo por el cual la supuesta amenaza o vlolacl6n de los 
derechos constitucionales alegados por el acclonante, no es de posible realización por parte 
del referido Juzgado Cuarto de Control [ ... l, toda vez que ésta sólo podrfa pronunciarse sobre 
la solicitud del acusado en el acto de audiencia preliminar [ ... )12•. 

160. Así, la Comisión observa que la solicitud de nulidad dal;>e ser resuelta en la audiencia 
preliminar, la. cual no se ha realizado por la falta da comparecencia del imputado. En ese sentido, 
aunque el artículo 327 del COPP da 2005 no establecía explícitamente la presencia del Imputado en 
la audiencia preliminar, la jurisprudencia lo habfa requerido. La reforma al COPP del afio 2009, por 
su parte, recoge la jurisprudencia y establece que si la audiencia preliminar se hubiere diferido por 
más de dos ocasiones por Incomparecencia de los imputados, el proceso daba continuar con 
respecto de los demás imputados y al luez deberá realizar la audiencia con los comparecientes, 
separando de la causa a quien no compareció. 

161. En vista de lo anterior, y dado el hecho de que las reformas del COPP entraron en 
vigencia en al año 2009 para todos los procesos que se hallaren en curso 130, la Comisión considera 
que la presencia del imputado es requerida en la audiencia preliminar a modo da que dicho acto se 
pueda realizar y durante su celebración el juez resuelva la solicitud de nulidad planteada por la 

·defensa del acusado. Por. Jo tanto, la Comisión considera que no se configura una violación al 
articulo 25.1 en conexión con el articulo 1.1 de la Convención Americana en perjuiCio de Allan 
Brewer Carlas. 

2. Derecho a la libertad de expresión (Artículo 13 de la Convención Americana an 
relación con su artfoulo 1.1) 

162. la Convención Americana garantiza a toda persona el derecho a la libertad da 
pensamiento y expresión. El artrculo 13 de dicho instrumento establece, en lo pertinente que 
"[tJoda persona tiene d~recho a la libertad de pensamiento y expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones a ideas de toda fndole, sin consideración da 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma de su elección". 

128 Sala Constitucional dé! Trlbunel Supremo de Justlcla Exp. No. 01-2304 decisión de 16 Oe nov!etnbra de 2001: 
Esorito del Ministerio del Poder Popular para !as Relaciones Exteriores AGEV/000!530 del17 de noviembre de 2009, págs, 43 
y44. 

129 Se la Constftu<:lonal del Tribunal Supremo da Justicia Exp. No. 09w0173 deolslón de 19 da octubre de 2.009. Ver 
también Sentencia de la Sala Accidental de la Corta de Apelaotonea. del Clroulto Judicial Penal del Estado Sucre de 19 de 
octUbre de 2008. 

130 Primera Disposición Final de la Ley de Reforma Parcial del Código Orgénlco Procesal Penal, Gaceta Oflchil No. 
5.930 de 4 de septiembre de 2009 .H[eJste código se aplicara desde su entrada en vigencia, aún pera loa procesos que ea 
hallaren en curso y para los hechos punibles cometidos con anterioridad, siempre que sean más favorable al Imputado o 
Imputada, o acusado o acusada", 
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163. Por el contenido del derecho asegurado en el articulo 13 de la Convención 
Americana, la expresión y la difusión de los pensamientos e Ideas eon Indivisibles y la restricción de 
las posibilidades de divulgación representa un limite al derecho de expresarse libremente. Tal 
derecho es esencial para el desarrollo y fortalecimiento da la democracia y para el ejercicio pleno de 
los derechos humanos. El pleno reconocimiento de la libertad de expresión es una garantfa 
fundamental para asegurar el Estado de Derecho y las Instituciones democráticas. 

164. En el presente caso, no se han aportado elementos fácticos o jurfdicos que permitan 
demostrar o deducir razonablemente que la Investigación y proceso penal adelantado contra Allan 

· Brewer Carlas buscara silenciar su expresión. Por ello, la Comisión concluya qua no ha sido posible 
configurar la presunta violación del derecho a la libertad de pensamiento y expresión en perjuicio de 
Allan Srewer Carias. 

165. Finalmente, respecto de la supuesta violación del principio de non refoulemsnt y la 
presunta violación del principio de presuncfón de inocencia la Comisión considera que no se 
presentaron elementos que requieran un análisis de fondo. 

V, CONCLUSIONES 

166. Por lo expuesto en el análisis precedente. el Estado venezolano es responsable de le 
violación de los derechos, contemplados en los artfculos 8 y 25 de la Convención Americana, en 
relación cos sus articules 1.1 y 2, en perjuicio de Allan R. Brewer Carias. Asimismo, la Comisión 
concluye qua el Estado venezolano no es responsable por la violación del derecho contemplado en el 
articulo 13 de la Convención Americana. 

VI. RECOMENDACIONES 

167. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

RECOMIENDA: 

1. Adoptar medidas para asegurar la independencia del poder judicial, reformando a fin 
da fortalecer los procedimientos de nombramiento y remoción de jueces y fiscales, afirmando su 
estabilidad en el cargo y eliminando la situación de provisionalidad en que se encuentra la gran 
mayoría de jueces y fiscales, con el objeto de garantizar la protección y garantlas judiciales 
establecidas en la Convención Americana. 

2. En el caso da qua el proceso penal contra Allan Brewer Carlas avance, poner en 
práctica las condicionas necesarias para asegurar que la causa sea Hevadá conforma las garantfas y 
los estándares consagrados en los artfculos 8 y 25 de la Convención Americana. 

3. Reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos declaradas .en el 
presente ln'forme tanto en al aspecto material como moral. · 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 3 dlas del mes da noviembre de 2011. 
(Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henrfquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo 
Escobar Gil, Segundo Vlcapreside~te; Paulo Sérglo Pinhelro, Felipe González, y Marra Silvia Gulllén, 
Miembros de la Comisión. 

45



La que suscribe, Ellzabeth Abi-Mershed, en su carácter de Secretaria Ejecutiva Adjunta de le 
Comisión lnteramerlcana de Derechos Humanos, de conformidad con el artfculo 49 del Reglamento 
de la Comisión, certifica que as copla fiel del original depositado en los archivos de la Secratarra de 
la CIDH. 

Ellzabeth Abi-Marshad 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 
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